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Ciudad de México. Acuerdo del Décimo Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito, correspondiente a la 

sesión ordinaria celebrada vía remota de veintidós de marzo de dos 
mil veinticuatro.

V I S T O S 
Y

R E S U L T A N D O

Primero. Demanda de amparo indirecto. Mediante escrito 

de nueve de febrero de dos mil veintitrés,  *****  ******* 

****1 promovió juicio de amparo indirecto en contra de las 

autoridades y actos siguientes:

“III. AUTORIDADES RESPONSABLES. 
2) Tienen el carácter de autoridades ordenadoras de los actos 

reclamados:
1.- La Jefa de Gobierno de la Ciudad de México, de quien se 
reclama la Promulgación del Acuerdo de Carácter General por el 
que se otorgan Subsidios Fiscales para el pago del Impuesto Predial 

1 Nombre de la persona física quejosa.
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RA. 477/2023 2

de fecha 13 de enero del 2023, publicado en la Gaceta Oficial de la 
Ciudad de México de fecha 18 de enero del 2023.
2.- La C. Jefa de Gobierno de la Ciudad de México, de quien se 
reclama la Aprobación y Promulgación del Decreto por el que se 
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del Código 
Fiscal de la Ciudad de México de fecha 14 de diciembre de 2022, 
publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México de fecha 27 
de diciembre del 2022. 
3.- La Asamblea Legislativa de la Ciudad de México, de quien se 
reclama la Aprobación y Expedición del Decreto por el que se 
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones el Código 
Fiscal de la Ciudad de México de fecha 14 de diciembre de 2022, 
publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México de fecha 27 
de diciembre del 2022. 
b) Tienen el carácter de autoridades ejecutoras: 
1.- El Titular de la Tesorería de la Ciudad de México, de quien se 
reclama la realización del cobro del impuesto predial calculado 
conforme al Acuerdo de Carácter General por el que se otorgan 
Subsidios Fiscales para el pago del Impuesto Predial de fecha 13 de 
enero del 2023, publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad de 
México de fecha 16 de enero del 2023. 
2.- El Titular de la Tesorería de la Ciudad de México, de quien se 
reclama la realización del cobro del impuesto predial calculado 
conforme al Código Fiscal de la Ciudad de México reformado a 
través del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan 
diversas disposiciones del Código Fiscal de la Ciudad de México de 
fecha 14 de diciembre del 2022, publicado en la Gaceta Oficial de la 
Ciudad de México de fecha 27 de diciembre del 2022. 
Se reclaman en específico de las porciones normativas que se tildan 
de inconstitucionales:
1.-El numeral PRIMERO Y SEGUNDO del Acuerdo de Carácter 
General por el que se otorgan Subsidios Fiscales para el pago del 
Impuesto Predial de fecha 13 de enero del 2023, publicado en la 
Gaceta Oficial de la Ciudad de México de fecha 16 de enero del 
2023. 
2.- El artículo 130 Fracción primera del Código Fiscal de la Ciudad 
de México reformado mediante del Decreto que Reforma, Adiciona y 
Deroga Diversas Disposiciones del Código Fiscal de la Ciudad de 
México de fecha 14 de diciembre del 2022, publicado en la Gaceta 
Oficial de la Ciudad de México de fecha 27 de diciembre del 2022. 
(…).” 

Segundo. Radicación. De la demanda conoció el Juzgado 

Noveno de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México. 

En proveído de diez de febrero de dos mil veintitrés, la titular del 

órgano de amparo ordenó registrar el expediente  *** /****2. 

Asimismo, previno al promovente para que aclarara lo siguiente: 

2 Número del juicio de amparo del índice del Juzgado ordinario.
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RA. 477/20233

“(…)
a) Señale en su denominación actual y correcta a la autoridad a 
quien atribuye el acto reclamado “la Aprobación y Expedición 
del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan 
diversas disposiciones del Código Fiscal de la Ciudad de 
México…” 

b) Exhiba un juego de copias del escrito de demanda que se 
provee, puesto que de las autoridades señaladas como 
responsables, dan un total de tres, y en el escrito de cuenta 
exhibió solamente tres copias del escrito inicial de demanda, 
siendo necesarias cuatro, para ser distribuidas de la siguiente 
manera: tres copias para cada una de las autoridades 
señaladas como responsables y una para correrle traslado al 
Agente del Ministerio Público adscrito a este órgano 
jurisdiccional.”

Cumplido lo anterior, en proveído de veintidós de febrero 
siguiente admitió la demanda de amparo. Además, solicitó informes 

justificados y dio vista al representante social de la adscripción. 

Finalmente, señaló fecha para celebrar la audiencia constitucional.

Tercero. Recurso de queja. Inconforme con el acuerdo 

anterior, las autoridades responsables interpusieron los recursos de 

queja QA 139/2023 y QA 140/2023. Los cuales fueron resueltos por 

este tribunal colegiado en sesión de veinticinco de mayo de dos mil 

veintitrés en el sentido de declararlos procedentes, pero infundados.

Cuarto. Resolución y remisión. En atención al Acuerdo 
General 9/2023 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 

ordenó la remisión del asunto a los Juzgados de Distrito del Centro 

Auxiliar de la Primera Región, con residencia en la Ciudad de México, 

en turno. Pues, se determinó la concentración de los juicios de 

amparo en los que se reclamaran disposiciones generales relativas al 

pago del impuesto predial correspondiente al ejercicio fiscal dos mil 

veintitrés en la Ciudad de México, así como de cualquier norma 

general relacionada con el pago del impuesto mencionado.
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RA. 477/2023 4

Quinto. Radicación y trámite. El asunto le correspondió 

conocer al Juzgado Primero de Distrito del Centro Auxiliar de la 

Primera Región con residencia en la Ciudad de México. En acuerdo 

de veintiuno de julio de dos mil veintitrés, el encargado del despacho 

determinó avocarse al conocimiento de la demanda de amparo. En el 

mismo acuerdo registro el expediente  ***/****3, ordenó tramitar el 

incidente de suspensión, requirió los informes justificados y señaló 

fecha para celebrar la audiencia constitucional.

Sexto. Audiencia constitucional y sentencia. El veintinueve 

de agosto de dos mil veintitrés, la jueza de Distrito celebró la 

audiencia constitucional y dictó sentencia con los puntos resolutivos 

siguientes:

“PRIMERO. Se SOBRESEE en el juicio de amparo, promovido por 
***** ******* **** 1, respecto de los actos y autoridades a que se 
refiere en los considerando cuarto y sexto de esta sentencia.
SEGUNDO. La Justicia de la Unión AMPARA Y PROTEGE a 
*****  *******  ****1, respecto de los actos y por los motivos 
expuestos en el considerando octavo de la presente resolución.
Al efecto, se deberá cumplir con los efectos precisados en el 
considerando noveno, en los términos precisados. 
TERCERO. Cúmplase con lo ordenado en los considerandos 
décimo y decimoprimero…”

Séptimo. Recurso de revisión. En desacuerdo con la 

sentencia de amparo la Subprocuradora de lo Contencioso de la 

Procuraduría Fiscal de la Ciudad de México, en representación de la 

Jefa de Gobierno de la Ciudad de México, interpuso recurso de 

revisión. Este medio de impugnación le tocó conocer a este Décimo 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. Por 

acuerdo de cinco de octubre de dos mil veintitrés, el Magistrado 

Presidente ordenó registrar el expediente con el número RA 
477/2023. En el mismo acuerdo, admitió el recurso y ordenó dar vista 

al Ministerio Público adscrito, quien no formuló pedimento.

3 Número del juicio de amparo del índice del Juzgado Auxiliar.
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RA. 477/20235

Octavo. Turno a ponencia. En acuerdo de dieciséis de 

noviembre de dos mil veintitrés, el Magistrado Presidente turnó el 

asunto a la señora Magistrada Ana María Ibarra Olguín a fin de 

formular el proyecto de resolución correspondiente. Ello, de 

conformidad con lo dispuesto en los numerales 183 de la Ley de 

Amparo y 28, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Este Décimo Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito es competente para 

conocer del asunto de conformidad con los artículos 81, fracción I, 

inciso e), y 84 de la Ley de Amparo, así como los artículos 38, 

fracción II y 39 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación. Asimismo, conforme a lo dispuesto en el Acuerdo 

General 3/2013 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 

relativo a la determinación del número y límites territoriales de los 

circuitos en que se divide la República Mexicana; y al número, a la 

jurisdicción territorial y especialización por materia de los Tribunales 

de Circuito y de los Juzgados de Distrito.4 Esto, en atención a que se 

recurre una sentencia dictada por una jueza de Distrito que reside 

dentro del Circuito al que pertenece este tribunal colegiado.

SEGUNDO. Oportunidad. La sentencia fue notificada a la 

autoridad el uno de septiembre de dos mil veintitrés, como se 

acredita con la constancia glosada a foja doscientos cuarenta y ocho 

del expediente de amparo. El plazo legal para impugnarla transcurrió 

del cuatro al dieciocho de septiembre siguiente. Sin contar en el 

cómputo el nueve, diez, dieciséis y diecisiete de septiembre, por 

corresponder a sábados y domingos, así como el quince de 

4 Publicado en el Diario Oficial de la Federación el quince de febrero de dos mil trece y modificado por los 
Acuerdos Generales 22/2013 y 53/2014, también del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, publicados 
en el Diario Oficial de la Federación el nueve de agosto de dos mil trece y el veintiuno de noviembre de dos 
mil catorce, respectivamente.
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RA. 477/2023 6

septiembre por ser inhábil. El oficio de revisión se presentó 

oportunamente vía electrónica el trece de septiembre de dos mil 

veintitrés. 

TERCERO. Legitimación. Se cumple con este requisito porque 

el recurso fue interpuesto por la Jefa de Gobierno de la Ciudad de 

México en términos del artículo 875 de la Ley de Amparo, por 

conducto de la Subprocuradora de lo Contencioso de la Procuraduría 

Fiscal de la Ciudad de México. Autoridad que cuenta con atribuciones 

para actuar en representación de la autoridad responsable. Esto, con 

fundamento en lo dispuesto en el artículo 94, fracciones II, V, VIII y 

IX, del Reglamento Interior del Poder Ejecutivo y de la Administración 

Pública de la Ciudad de México.

CUARTO. Integración de copias al expediente. Listado el 

asunto para sesión el proyecto se distribuyó con copia digital de los 

agravios y de la sentencia. Se agregó copia certificada al expediente 

a fin de cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad. 

QUINTO. Reserva de materia. No es materia del recurso de 

revisión el sobreseimiento en el juicio decretado en el considerando 

cuarto de la sentencia recurrida, por inexistencia de los actos de 

promulgación y aplicación del Acuerdo General reclamado, atribuidos 

a la Jefa de Gobierno y al Tesorero, ambos de la Ciudad de México. 

En el mismo sentido, no es materia de impugnación el considerando 

sexto, en donde se sobreseyó en el juicio por cuanto hace al artículo 

130 fracción I del Código Fiscal de la Ciudad de México vigente para 

el ejercicio fiscal de dos mil veintitrés.

5 “Artículo 87. Las autoridades responsables sólo podrán interponer el recurso de revisión contra sentencias 
que afecten directamente el acto reclamado de cada una de ellas; tratándose de amparo contra normas 
generales podrán hacerlo los titulares de los órganos del Estado a los que se encomiende su emisión o 
promulgación.- Las autoridades judiciales o jurisdiccionales carecen de legitimación para recurrir las 
sentencias que declaren la inconstitucionalidad del acto reclamado, cuando éste se hubiera emitido en 
ejercicio de la potestad jurisdiccional.”
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Lo anterior, por no haber formulado agravios la parte que 

pudiera resultar afectada por la determinación de sobreseimiento. 

Esta conclusión encuentra apoyo en el criterio 1a./J. 62/2006 de título 

“REVISIÓN EN AMPARO. LAS CONSIDERACIONES NO IMPUGNADAS 

DE LA SENTENCIA DEBEN DECLARARSE FIRMES.”

SEXTO. Consideraciones de la sentencia recurrida. Previo 

al examen de agravios, se citan las consideraciones del recurrido:

 

 En el considerando segundo la jueza de distrito se pronunció 

sobre la presentación oportuna de la demanda de amparo.

 En la tercera consideración precisó los actos reclamados de 

la forma siguiente: 

Del Congreso y de la Jefa de Gobierno, ambos de la Ciudad 
de México, en el ámbito de sus funciones:

- La aprobación, expedición y promulgación del Decreto por el 
que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones 
del Código Fiscal de la Ciudad de México, publicado el 
veintisiete de diciembre de dos mil veintidós, en la Gaceta 
Oficial de la Ciudad de México, en particular el artículo 130, 
fracción I.

De la Jefa de Gobierno de la Ciudad de México.
- La expedición y promulgación del Acuerdo de Carácter 

General por el que se otorgan subsidios fiscales para el 
pago del impuesto predial para el ejercicio fiscal 2023, 
publicado el dieciséis de enero de dos mil veintitrés, en la 
Gaceta Oficial de la Ciudad de México; concretamente los 
numerales primero y segundo.

Del Tesorero de la Ciudad de México.
- La aplicación de los ordenamientos reclamados, que se 

traduce en el cobro del impuesto predial calculado conforme 
a los mismos.
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RA. 477/2023 8

 En el considerando cuarto, estimó inexistentes los actos 

atribuidos a la Jefa de Gobierno y al Tesorero ambos de la 

Ciudad de México, consistente en la promulgación y aplicación, 

respectivamente, del Acuerdo de Carácter General por el que 

se otorgan subsidios fiscales para el pago del impuesto predial 

para el ejercicio fiscal 2023, los numerales primero y segundo. 

En consecuencia, decretó el sobreseimiento en el juicio.

 En el considerando quinto, tuvo por cierto los actos 

reclamados al Congreso y a la Jefa de Gobierno, ambos de la 

Ciudad de México, consistente en:

- La aprobación, expedición y promulgación del Decreto de 
fecha veintisiete de diciembre de dos mil veintidós, en 
específico el artículo 130, fracción I, del Código Fiscal de la 
Ciudad de México; y 

- La expedición del ACUERDO DE CARÁCTER GENERAL POR 
EL QUE SE OTORGAN SUBSIDIOS FISCALES PARA EL PAGO 
DEL IMPUESTO PREDIAL publicado en la Gaceta Oficial de la 
Ciudad de México, el dieciséis de enero de dos mil veintitrés, 
vigente en el ejercicio fiscal de 2023, en específico el artículo 
PRIMERO y SEGUNDO.

 En el considerando sexto, la jueza estimó fundada la causal 

de improcedencia que hizo valer la Jefa de Gobierno de la 

Ciudad de México, prevista en el artículo 61, fracción XIV, de la 

Ley de Amparo. Ello, respecto del artículo 130, fracción I, del 

Código Fiscal de la Ciudad de México, vigente para el ejercicio 

fiscal dos mil veintitrés. En consecuencia, sobreseyó en el 

juicio, al considerar que el quejoso consintió la referida porción 

normativa.

 En el considerando séptimo se desestimó la causa de 

improcedencia propuesta por la Jefa de Gobierno consistente 

en la falta de interés jurídico del quejoso. Sostuvo la juzgadora 

de distrito que la afectación a la esfera jurídica de la 
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RA. 477/20239

demandante se acreditó a través de la impresión del recibo de 

pago por concepto de impuesto predial del ejercicio dos mil 

veintitrés. Así como con la escritura pública que ampara la 

propiedad del inmueble a favor de la parte quejosa y con el 

historial de pago de la citada cuenta predial.

 En el considerando octavo de la sentencia recurrida, la 

juzgadora analizó los conceptos de violación en los cuales la 

parte quejosa hizo valer que los artículos primero y segundo del 

Acuerdo General reclamado, transgreden el principio de 

equidad tributaria. Debido a que incluye una cuota de 

disminución únicamente para aquellos propietarios de 

inmuebles de uso habitacional cuyo valor catastral se ubique 

dentro de los rangos A, B, C y D de la tarifa prevista en la 

fracción I del artículo 130 del Código Fiscal de la Ciudad de 

México. Lo que se traduce en un trato diferenciado entre 

contribuyentes que se encuentran en la misma situación de 

causación. Argumento que consideró fundado.

La juzgadora consideró que el Acuerdo reclamado vulnera el 

principio de equidad tributaria previsto en el artículo 31 fracción 

IV de la Constitución. Esto, en virtud de que el sistema de 

aminoración de la carga tributaria excluye sin justificación 

alguna a los inmuebles cuyo valor esté comprendido en los 

rangos “H”, a la “P” de la tarifa respectiva, a pesar de ser de 

uso habitacional.

 Por esas razones, en el considerando noveno de la 

sentencia, la juzgadora de amparo concedió el amparo al 

quejoso. Ello, para el efecto de que la autoridad determine la 

cantidad que por concepto de impuesto predial debe pagar por 

el ejercicio de dos mil veintitrés. Esto, aplicando la cuota 

reducida prevista en el rango D del inciso a) del artículo 
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RA. 477/2023 10

segundo del Acuerdo General reclamado, a la mecánica del 

cálculo del impuesto prevista en la fracción I del artículo 130 del 

Código Fiscal de la Ciudad de México. Además, consideró que 

la parte quejosa acreditó el pago del impuesto por el ejercicio 

fiscal de dos mil veintitrés. Así, una vez que al quejoso se le 

determine el nuevo monto, en caso de que existan diferencias, 

se le devuelva la cantidad resultante con su correspondiente 

actualización.  

SÉPTIMO. Cuestión previa. El pasado siete de septiembre de 

dos mil veintitrés el Pleno Regional en Materia Administrativa de la 

Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de México resolvió 

la contradicción de criterios 62/2023. La pregunta jurídica para 

resolver fue únicamente sobre los efectos de la concesión del 

amparo en los asuntos en los que se reclamara la constitucionalidad 

del artículo segundo, incisos a) y b), del Acuerdo de carácter general 

por el que se otorgan subsidios fiscales para el pago del impuesto 

predial en la Ciudad de México, correspondiente a los años 2020 y 

2022. Sin que al efecto se analizará la constitucionalidad de los 

referidos Acuerdos.

Esta contradicción originó la tesis PR.A.CN. J/30 A (11a.) de 

título “IMPUESTO PREDIAL. EFECTOS DE LA CONCESIÓN DEL 
AMPARO CONTRA EL ARTÍCULO SEGUNDO, INCISOS A) Y B), 
DEL ACUERDO DE CARÁCTER GENERAL POR EL QUE SE 
OTORGAN SUBSIDIOS FISCALES PARA EL PAGO DE ESE 
TRIBUTO EN LA CIUDAD DE MÉXICO, CORRESPONDIENTE A 
LOS AÑOS 2020 Y 2022”, publicada el pasado diecisiete de 

noviembre.

Partiendo de lo anterior, este órgano colegiado consideró 

necesario reexaminar las premisas sobre las que se ha sustentado la 

inconstitucionalidad de los beneficios fiscales aplicables al impuesto 
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RA. 477/202311

predial. Y, luego de un análisis exhaustivo, este tribunal determinó 

que era necesario apartarse del criterio sostenido anteriormente 

respecto la inconstitucionalidad de los Acuerdos Generales. Por 

considerar, en esencia, que tales premisas no son aplicables a partir 

de la desincorporación del mecanismo de reducción del impuesto 

predial del Código Fiscal de la Ciudad de México. Consideraciones 

sobre las que se profundizara en el siguiente apartado. 

OCTAVO. Estudio. La autoridad recurrente hace valer en el 

agravo primero la falta de interés jurídico del quejoso. Por otra 

parte, los agravios segundo a décimo séptimo, se encuentran 

encaminados a controvertir tres cuestiones. Primero, que los 

subsidios contenidos en el referido Acuerdo no se rigen por los 

principios de justicia fiscal establecidos en el artículo 31, fracción IV, 

de la Constitución. Segundo, y como consecuencia de lo anterior, 

que la constitucionalidad del Acuerdo debe analizarse a la luz del 

principio de igualdad. Finalmente, controvierte los efectos del 

amparo. 

Para un mejor estudio de los agravios antes referidos se 

estudiarán en un orden distinto al propuesto y algunos de forma 

conjunta por así permitirlo el artículo 76 de la Ley de Amparo. Así, 

este órgano colegiado analizará los temas propuestos en los 

agravios en el siguiente orden: (i) Falta de interés jurídico del 

quejoso. (ii) Constitucionalidad del Acuerdo reclamado. 

(i) Falta de interés jurídico del quejoso.

La recurrente expone que la juzgadora no efectuó un análisis 

congruente y exhaustivo ya que la parte quejosa carece de interés 

jurídico. De haberlo hecho, hubiera sobreseído en el juicio al advertir 

que las documentales presentadas son insuficientes para acreditarlo
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Es infundado el agravio. Contrario a su postura, son correctas 

las razones jurídicas de la juzgadora de amparo mediante las cuales 

desestimó la causa de improcedencia propuesta por la autoridad y 

reconoció el interés jurídico del quejoso para promover el amparo. 

Pues, como lo resolvió la jueza de Distrito, el quejoso acreditó 

fehacientemente que es destinatario de las normas reclamadas. 

Demostró ser titular del derecho subjetivo que defiende, como 

propietario del inmueble6 y por haber pagado el impuesto predial del 

ejercicio de dos mil veintitrés7. Es ilustrativa la jurisprudencia 2a./J. 

141/2012 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación de título: “IMPUESTO PREDIAL. EL RECIBO O 
CERTIFICADO DE PAGO ES SUFICIENTE PARA ACREDITAR EL 
INTERÉS JURÍDICO EN EL JUICIO DE AMPARO PROMOVIDO 
CONTRA LAS LEYES QUE LO ESTABLECEN.”

(ii) Constitucionalidad del Acuerdo reclamado.

La autoridad recurrente en la mayor parte de sus agravios 

controvierte el estudio realizado por la juzgadora del Acuerdo 

reclamado. En primer lugar, plantea que el subsidio analizado no es 

un régimen especial de tributación, sino que se trata de un beneficio 

fiscal -agravios segundo y tercero-. En segundo lugar, que el 

subsidio otorgado en el Acuerdo reclamado no incide en uno de los 

elementos del impuesto, ya que la mecánica y determinación de este 

se lleva a cabo sin necesidad de acudir al acuerdo que lo otorga––

agravio décimo––. En consecuencia de lo anterior, alega que al no 

ser un norma que establezca tributos y al no incidir en los elementos 

del impuesto, no le son aplicables los principios tributarios de 

proporcionalidad, equidad, legalidad y gasto público previstos en el 

6 Con la copia certificada de la escritura pública número ****** protocolizada ante la fe de notario público, 
que contiene la transmisión del bien que defiende.

7 Con la boleta predial del ejercicio de dos mil veintitrés, emitida por la Secretaría de Administración y 
Finanzas de la Ciudad de México, a nombre del quejoso, y el certificado de pago del impuesto predial 
realizado a la Tesorería de la Ciudad de México.
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artículo 31 constitucional ––agravios cuarto, sexto8, décimo 
primero y décimo tercero––. 

Por lo tanto, la autoridad recurrente argumenta que la 

constitucionalidad del Acuerdo reclamado debe analizarse a la luz 

del principio de igualdad ––agravio décimo tercero––. Manifiesta 

que en atención a este principio únicamente era necesario justificar 

la finalidad constitucionalmente válida que persigue el beneficio fiscal 

––agravios segundo, quinto, noveno––.

De ahí alega que, el Acuerdo en estudio no vulnera el principio 

de igualdad porque, en esencia, la desigualdad de trato que prevé el 

subsidio está plenamente justificada al apoyar económicamente a los 

menos favorecidos ––agravios octavo, décimo quinto y décimo 
sexto9––. Por lo que concluye que fue incorrecta la concesión del 

amparo, pues la juzgadora no justificó las razones por las que los 

contribuyentes ubicados en los rangos H a P del artículo 130 del 

Código Fiscal de la Ciudad de México debían ser incluidos en el 

beneficio fiscal otorgado en el Acuerdo reclamado––agravios 
séptimo, décimo segundo y décimo cuarto––. 

A juicio de este tribunal colegiado son fundados los agravios 

antes sintetizados. Para sustentar esta determinación, primero se 

distinguirá el precedente de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación respecto la inconstitucionalidad del mecanismo de reducción 

del impuesto predial. Segundo, se determinará bajo qué óptica debe 

8 En este agravio controvierte específicamente la aplicación de las jurisprudencias "PREDIAL. EL ARTÍCULO 
130, FRACCIÓN II, PUNTO 1, DEL CÓDIGO FISCAL DEL DISTRITO FEDERAL, AL ESTABLECER UNA 
REDUCCIÓN EN EL CÁLCULO DEL IMPUESTO RELATIVO, VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD 
TRIBUTARIA."; "PREDIAL. EL ARTÍCULO 152, FRACCIÓN ii, PUNTO 2, DEL CÓDIGO FINANCIERO DEL 
DISTRITO FEDERAL, QUE ESTABLECE UNA REDUCCIÓN DEL 0% PARA INUEBLES DE USO 
HABITACIONAL CUYO VALOR CATASTRAL ESTÉ COMPRENDIDO EN LOS RANGOS DEL 'K' AL 'P' DE 
LA TARIFA PREVISTA EN LA FRACCIÓN I DE ESE PRECEPTO, VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD 
TIRBUTRIA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2008)." e "IMPUESTO PREDIAL. EFECTO DEL AMPARO 
CONCEDIDO CONTRA LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 130 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA CIUDAD DE 
MÉXICO."

9 En este agravio la autoridad recurrente argumenta que la juzgadora debió tomar en consideración las 
razones que sustentaron la emisión del Acuerdo reclamado.
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analizarse el Acuerdo reclamado. Finalmente, se analizará su 

constitucionalidad. 

A. Distinción del precedente de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación.

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

analizó la constitucionalidad del entonces artículo 152, fracción II del 

Código Financiero del Distrito Federal ––luego, artículo 130, fracción 

II del Código Fiscal de la Ciudad de México––. Esta disposición 

preveía lo siguiente: 

“ARTÍCULO 152. El impuesto predial se calculará por períodos 
bimestrales, aplicando al valor catastral la tarifa a que se refiere este 
artículo:

I. (…)
II. Tratándose de inmuebles de uso habitacional, el impuesto que 
resulte a cargo de los contribuyentes conforme a la tarifa prevista en 
la fracción I de este artículo será objeto de las reducciones que a 
continuación se señalan:

1. Los contribuyentes con inmuebles cuyo valor catastral se ubique 
en los rangos A, B, C y D, pagarán la cuota fija de:

Rango Cuota
A $30.00
B  35.00
C  42.00
D  52.00

2. Los inmuebles cuyo valor catastral se encuentre comprendido en 
los rangos marcados con las demás literales de la tarifa 
mencionada, será reducido en los porcentajes que a continuación se 
mencionan:

Rango Porcentaje de 
Descuento

A 00.00
B 00.00
C 00.00
D 00.00
E 65.00
F 45.00
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G 30.00
H 20.00
I 15.00
J 10.00
K 00.00
L 00.00
M 00.00
N 00.00
O 00.00
P 00.00

 (…).”

Determinó que el conjunto de aminoraciones previsto en la 

norma referida conformaba un régimen especial del impuesto predial 

que atiende al destino del inmueble ––uso habitacional–– y a la 

capacidad contributiva de los sujetos pasivos del tributo–– reflejada 

en el valor catastral del inmueble––. Ello, mediante un esquema 

regresivo de cuotas fijas y descuentos porcentuales. 

Particularmente, al estar previsto en ley, la Segunda Sala 

resolvió que se trataba de un régimen de tributación diferenciado 

atendiendo al destino del inmueble. Consideró que esta diferencia 

perseguía un fin constitucional: el derecho a la vivienda. No 

obstante, de un análisis interno del régimen especial, concluyó que 

la exclusión de los inmuebles comprendidos en los rangos K a P y, 

en consecuencia, su colocación en el régimen general violaba el 

principio de equidad tributaria. En síntesis, porque le da un trato 

desigual a pesar de que también son inmuebles de uso habitacional 

sin que existiera una razón objetiva para ello.10

Estas consideraciones se reflejaron en la jurisprudencia 2a./J. 
225/2009 de título y contenido siguientes:

“PREDIAL. EL ARTÍCULO 152, FRACCIÓN II, PUNTO 2, DEL 
CÓDIGO FINANCIERO DEL DISTRITO FEDERAL, QUE 

10 Amparo en revisión 311/2008, Ministra ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos, 4 de noviembre de 2009, pp. 
84-105
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ESTABLECE UNA REDUCCIÓN DEL 0% PARA INMUEBLES DE 
USO HABITACIONAL CUYO VALOR CATASTRAL ESTÉ 
COMPRENDIDO EN LOS RANGOS DEL "K" AL "P" DE LA 
TARIFA PREVISTA EN LA FRACCIÓN I DE ESE PRECEPTO, 
VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN 
VIGENTE EN 2008). La citada fracción II dispone que tratándose de 
inmuebles de uso habitacional, los contribuyentes tendrán derecho 
a una reducción del impuesto predial a su cargo -excepto cuando en 
dichos inmuebles se encuentren instalados o fijados anuncios con 
publicidad exterior en términos de la Ley de Desarrollo Urbano del 
Distrito Federal-, ya sea mediante el pago de una cuota fija (punto 
1) o mediante un descuento decreciente sobre el monto del 
impuesto a pagar (punto 2). Ahora, si bien es cierto que en principio 
se atiende al destino del inmueble -uso habitacional- y a la 
capacidad contributiva de los sujetos pasivos del tributo -reflejada 
en el valor catastral del inmueble de que se trate-, también lo es que 
solamente pueden acceder a ese beneficio los propietarios y 
poseedores de inmuebles comprendidos en los rangos del "A" al "J", 
excluyendo a los que se ubican en los renglones del "K" al "P", 
situación que contraviene el principio de equidad tributaria contenido 
en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, ya que a pesar de que cumplen con el 
parámetro elegido por el legislador con el que se construyó el 
señalado régimen de beneficio -uso habitacional-, se les otorga el 
descuento del 0%, lo que conlleva a excluirlos de ese esquema, 
colocándolos materialmente en el régimen general, produciendo un 
trato desigual entre sujetos que se ubican en la misma situación, sin 
razón objetiva para ello.”

Como se observa, la Segunda Sala analizó el artículo 152, 

fracción II del Código Financiero del Distrito Federal a la luz del 

principio de equidad tributaria establecido en el artículo 31, fracción 

IV constitucional. Ello, porque consideró que no sólo se trataba de un 

beneficio fiscal, sino más bien de un régimen especial de 
tributación para los inmuebles destinados a uso habitacional. 
Es decir, que se trataba de un esquema de reducción del tributo 

predial que incidía en los elementos esenciales del impuesto predial: 

la tarifa y el sujeto pasivo. Por lo que este esquema no puede 
separarse del cálculo del impuesto. Aunado a que, este se 

encontraba previsto en ley. 

Es importante resaltar este último punto. Precisamente, al ser 

un régimen especial de tributación, y no sólo un esquema de 

beneficios fiscales, debía estar previsto en ley, atendiendo al 
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principio de legalidad tributaria. Dicho principio implica que los 

elementos esenciales de los tributos tales como el sujeto, objeto, 

base, tasa o tarifa y época de pago deben estar consignados en la 

ley. 11

Ahora bien, a partir de la publicación efectuada el veintitrés de 

diciembre de dos mil diecinueve en la Gaceta Oficial de la Ciudad de 

México, se derogó el artículo 130, fracción II, del Código Fiscal de la 

Ciudad de México ––antes artículo 152, fracción II del Código 

Financiero del Distrito Federal––. Disposición que establecía el 

régimen especial del impuesto predial analizado por la Segunda 

Sala. Por lo que, mediante diversa publicación de treinta y uno de 

diciembre de dos mil diecinueve, la Jefa de Gobierno de la Ciudad 

de México emitió el Acuerdo de Carácter General por el que se 

otorgan subsidios fiscales para el pago del Impuesto Predial. Mismo 

que se ha reproducido casi en su totalidad en años subsecuentes, 

únicamente con algunas modificaciones respecto las cuotas a 

aplicar. 

Particularmente, los artículos 130 y Quinto Transitorio del 

Código Fiscal de la Ciudad de México, así como la parte medular del 

Acuerdo reclamado establecen lo siguiente: 

"DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN 
DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO FISCAL DE LA CIUDAD DE 
MÉXICO.
(PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO 
DE VEINTISIETE DE DICIEMBRE DE DOS MIL VEINTITRÉS)

"ARTICULO 130.- El Impuesto Predial se calculará por períodos 
bimestrales, aplicando al valor catastral la tarifa a que se refiere este 
artículo:
(REFORMADA EN SUS CUOTAS, G.O. 27 DE DICIEMBRE DE 2022)

I. TARIFA.

RANGO
LÍMITE 

INFERIOR DEL 
VALOR 

LÍMITE 
SUPERIOR 
DEL VALOR 

CUOTA 
FIJA

PORCENTAJE 
PARA 

APLICARSE 

11 Amparo en revisión 311/2008, Ministra ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos, 4 de noviembre de 2009, p. 
35
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CATASTRAL 
DE UN 

INMUEBLE

CATASTRAL 
DE UN 

INMUEBLE

SOBRE EL 
EXCEDENTE 
DEL LÍMITE 
INFERIOR

A $0.12 $213,281
.20

$22
2.31

0.01924

B $213,281.
21

$426,561
.78

$25
8.41

0.03668

C $426,561.
79

$853,125
.15

$32
7.25

0.11462

D $853,125.
16

$1,279,6
86.91

$75
7.61

0.14064

E $1,279,68
6.92

$1,706,2
50.31

$1,2
85.71

0.14425

F $1,706,25
0.32

$2,132,8
12.06

$1,8
27.30

0.16766

G $2,132,81
2.07

$2,559,3
73.81

$2,4
56.79

0.17326

H $2,259,37
3.82

$2,985,9
37.23

$3,1
07.33

0.18931

I $2,985,93
7.24

$3,412,4
98.97

$3,8
18.11

0.19798

J $3,412,49
8.98

$3,839,0
62.39

$4,5
61.49

0.20375

K $3,839,06
2.40

$4,265,6
24.12

$5,3
26.49

0.21001

L $4,265,62
4.13

$4,692,1
85.89

$6,1
15.02

0.21571

M $4,692,18
5.90

$5,119,1
55.52

$6,9
24.98

0.22788

N $5,119,15
5.53

$15,357,
464.88

$7,7
81.44

0.24607

O $15,357,4
64.89

$32,323,
384.29

$29,
957.62

0.24620

P $32,323,3
84.30

En 
adelante

$66,
724.46

0.25594

En el caso de que los inmuebles tengan un valor inferior a la cuota fija 
correspondiente al rango A, sólo se pagará el porcentaje a aplicar sobre el 
excedente del límite inferior correspondiente a dicho rango.
II. (DEROGADA, G.O. 23 DE DICIEMBRE DE 2019)
III. Tratándose de los inmuebles que a continuación se mencionan, los 
contribuyentes tendrán derecho a una reducción del impuesto a su cargo:
(REFORMADO, G.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2013)
1. Del 80% los dedicados en su totalidad a usos agrícolas, pecuario, 
forestal, de pastoreo controlado, ubicados en el suelo de conservación, 
para lo cual deberán presentar una constancia de dicho uso, emitida por 
la Secretaría del Medio Ambiente, durante el ejercicio fiscal vigente, y 
siempre que en Tesorería se encuentre registrado el uso que 
corresponda o en su defecto uso baldío, y
(REFORMADO, G.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2018)
2. Del 30% los ubicados en zonas en las que los Programas Territoriales 
o Parciales de la Ciudad de México determinen intensidades de uso, 
conforme a las cuales la proporción de las construcciones cuya 
edificación se autorice, resulte inferior a un 10% de la superficie total del 
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terreno; siempre y cuando no los destine a fines lucrativos, para lo cual 
durante el ejercicio fiscal que corresponda deberá presentar ante la 
Administración Tributaria de que se trate, una constancia expedida por la 
Secretaría del Medio Ambiente con la que se acredite que el inmueble se 
ubica en este supuesto y manifestar bajo protesta de decir verdad que 
éste no se destina a fines de carácter lucrativo.
(REFORMADO [N. DE E. ADICIONADO], G.O. 31 DE DICIEMBRE DE 
2017)
3. Del 100% a los que se encuentren catalogados como inmuebles con 
valor patrimonial, en términos de la Ley de Desarrollo Urbano del Distrito 
Federal, aplicable siempre y cuando se realicen trabajos de restauración 
a los mismos.
(REFORMADO [N. DE E. ESTE PÁRRAFO], G.O. 23 DE DICIEMBRE DE 
2019)
En inmuebles de uso mixto, para la aplicación de la reducción prevista en 
la fracción III de este artículo, se estará a lo siguiente:
a) Presentar el certificado provisional de restauración o, en su caso, la 
prórroga del mismo, emitidos por la Secretaría de Desarrollo Urbano y 
Vivienda; y
b) (DEROGADO, G.O. 23 DE DICIEMBRE DE 2019)
(REFORMADO, G.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2012)
Las reducciones no serán aplicables a aquellos bienes inmuebles en los 
que se encuentren instalados o fijados anuncios con publicidad exterior, 
en los términos de lo dispuesto por la normatividad de la materia, con 
excepción de aquellos que cuenten con anuncios denominativos."

TRANSITORIOS 
“(…) ARTÍCULO QUINTO.- Para el ejercicio fiscal 2023, la persona titular 
de la Jefatura de Gobierno deberá emitir a más tardar el 16 de enero, el 
programa general de subsidios al Impuesto Predial a que se refiere el 
artículo 130 de este Código, tratándose de inmuebles de uso habitacional. 
Dicho programa deberá contener de forma clara y precisa los requisitos y 
circunstancias particulares que deben cumplir los contribuyentes para 
acceder a los beneficios fiscales. Dicho subsidio se otorgará a partir del 
1° de enero de 2023. […].”

“ACUERDO DE CARÁCTER GENERAL POR EL QUE SE OTORGAN 
SUBSIDIOS FISCALES PARA EL PAGO DEL IMPUESTO PREDIAL
(PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO 
DE DIECISÉIS DE ENERO DE DOS MIL VEINTITRÉS)

JEFATURA DE GOBIERNO
DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO, Jefa de Gobierno de la Ciudad de 
México, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 25, párrafos 
primero y segundo, 31, fracción IV y 122, apartado A, bases III y V de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1°, numerales 4 y 
5, 3°, numerales 2, inciso a), y 3, 7°, apartado A, numeral 1, 9°, apartado 
A, 17, 21, apartados A, numerales 1, 2, 3, 4, 5 y 8, y B, numerales 1 y 4, 
23, numeral 2, incisos b) y f), 32, apartados A, numeral 1 y C, numeral 1, 
incisos a), b), p) y q), y 33, numeral 1 de la Constitución Política de la 
Ciudad de México; 2°, 7°, párrafo primero, 10, fracciones II, IV, XXI y XXII, 
11, fracción I, 12, 13, párrafo primero, 16, fracción II, 18, párrafo primero, 
20, fracción V, 21, párrafo primero y 27, fracciones III, VIII, XIX y XLIX de 
la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la 
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Ciudad de México; 6°, 7°, fracciones I, II y III, 8°, 9°, fracción I, 126, 127, 
128, 129 y 130 del Código Fiscal de la Ciudad de México; Quinto 
Transitorio del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones del Código Fiscal de la Ciudad de México, publicado el 27 
de diciembre de 2022 en el Órgano de difusión local; 123 y 125 de la Ley 
de Austeridad, Transparencia en Remuneraciones, Prestaciones y 
Ejercicio de Recursos de la Ciudad de México; así como 2°, 7°, fracción II 
y 13 del Reglamento Interior del Poder Ejecutivo y de la Administración 
Pública de la Ciudad de México, y

C O N S I D E R A N D O
Que el artículo 25, párrafos primero y segundo de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, indica que corresponde al Estado la 
rectoría del desarrollo nacional para garantizar que éste sea integral y 
sustentable y, que mediante la competitividad, el fomento del crecimiento 
económico y el empleo, así como una más justa distribución del ingreso y 
la riqueza ,permitan el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de los 
individuos, grupos y clases sociales, cuya seguridad protege la misma 
Constitución. Asimismo, que el Estado velará por la estabilidad de las 
finanzas públicas para coadyuvar a generar condiciones favorables para 
el crecimiento económico.
Que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha fijado la libertad de los 
Poderes Legislativo y Ejecutivo de configuración y actuación para definir 
el sistema de planeación democrática, que permita garantizar el 
desarrollo, de tal forma que en virtud del principio de planeación 
democrática, los Órganos facultados deben analizar el mantenimiento, 
restricción, eliminación o establecimiento de estímulos fiscales, que 
permitan hacer más eficiente el cúmulo de responsabilidades que tiene el 
Estado.
Asimismo, la citada Corte ha previsto que en materia tributaria el 
Congreso local goza de un amplio margen para legislar, dentro de los 
mismos limites reconocidos por la Constitución Federal, de tal forma que 
esa libertad debe entenderse en el sentido de queda espacio para 
diversas políticas tributarias. Ello es así porque no se encuentran 
previamente establecidas en el texto fundamental las distintas opciones 
de los modelos impositivos ni, por ende, de los estímulos fiscales. Por el 
contrario, de la interpretación de los artículos 25, 26 y 28 de la aludida 
Constitución Federal, se advierte que el Poder Legislativo está facultado 
para organizar y conducir el desarrollo y, por tanto, una de las tareas 
centrales en la regulación económica que ejerce debe encaminarse a 
diseñarlos estímulos fiscales, los sujetos que los reciben, sus fines y 
efectos sobre la economía, determinando las áreas de interés general, 
estratégicas y/o prioritarias que requieren concretamente su intervención 
exclusiva en esos beneficios tributarios, a fin de atender el interés social o 
económico.
Que el Máximo Tribunal de la Nación ha señalado que el Estado tiene a 
su cargo la rectoría económica y el desarrollo nacional el cual deberá ser 
integral y sustentable, y que uno de los instrumentos de política 
financiera, económica y social lo constituyen las disposiciones que 
plasman la política fiscal en una época determinada, las cuales podrán 
hacerse patentes en cualquiera de los elementos del diseño impositivo, o 
bien, en la extinción de la obligación tributaria. En este sentido, la 
renuncia al cobro por parte del acreedor, se identifica como un beneficio 
fiscal concedido por el Estado a través de un acto voluntario, 
esencialmente unilateral, excepcional y discrecional que necesariamente 
debe responder a criterios de conveniencia o política económica, 
conforme a los artículos 25 y 73 de la Constitución Federal. De ahí que no 
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sea dable exigir su establecimiento coactivamente por los sujetos pasivos 
de la carga tributaria pues, por regla general, responde a cuestiones de 
política fiscal; en otras palabras, los contribuyentes no tienen un derecho 
a recibir beneficios fiscales, en razón del lugar que la misma Constitución 
Federal otorga al principio de generalidad tributaria. 
Que el artículo 31, fracción IV de la Carta Magna, dispone como 
obligación de los mexicanos contribuir para los gastos públicos, así de la 
Federación, como de los Estados, de la Ciudad de México y del Municipio 
en que residan, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las 
leyes. 
Que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que el 
principio de generalidad tributaria se encuentra asociado a la igualdad en 
la imposición, y constituye un límite constitucional a la libertad de 
configuración del sistema tributario, el cual se traduce en que al tipificar 
los hechos imponibles de los distintos tributos, se alcancen todas las 
manifestaciones de capacidad económica, buscando la riqueza donde se 
encuentre, de tal forma que en sentido negativo, dicho principio obliga a 
enfatizar la proscripción de la condonación no razonable a los dotados de 
capacidad contributiva; de ahí que las condonaciones -y, en general, las 
formas de liberación de la obligación- deben reducirse a un mínimo, si no 
abiertamente evitarse y, en todo caso, justificarse razonablemente en el 
marco constitucional. 
Que el artículo 122 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, indica que la Ciudad de México es una Entidad Federativa 
que goza de autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y a 
su organización política y administrativa. 
Que el artículo 1°, numerales 2 y 4 de la Constitución Política de la 
Ciudad de México, refiere que en la Ciudad de México la soberanía reside 
esencial y originariamente en el pueblo, quien la ejerce por conducto de 
sus poderes públicos y las figuras de democracia directa y participativa, a 
fin de preservar, ampliar, proteger y garantizar los derechos humanos y el 
desarrollo integral y progresivo de la sociedad, así como que todo poder 
público dimana del pueblo y se instituye para beneficio de éste. Además, 
que la Ciudad es libre y autónoma en todo lo concerniente a su régimen 
interior y a su organización política y administrativa. 
Que el artículo 3°, numeral 2, inciso a) de la misma Constitución Local, 
prevé que, entre otros, la Ciudad de México asume como principios el 
respeto a los derechos humanos, el desarrollo económico sustentable y 
solidario con visión metropolitana, la más justa distribución del ingreso, la 
erradicación de la pobreza, la igualdad sustantiva, la no discriminación, la 
inclusión, la accesibilidad y el diseño universal. 
Que el artículo 9°, apartado A de la citada Constitución Local, dispone 
que las autoridades de la Ciudad adoptarán las medidas necesarias para 
que progresivamente, se erradiquen las desigualdades estructurales y la 
pobreza, y se promueva el desarrollo sustentable, que permita alcanzar 
una justa distribución de la riqueza y del ingreso entre personas, familias, 
grupos sociales y ámbitos territoriales. Asimismo, que todas las personas 
tienen derecho a un mínimo vital para asegurar una vida digna en los 
términos de la aludida Constitución Local. Y que las autoridades 
garantizarán progresivamente la vigencia de los derechos, hasta el 
máximo de los recursos públicos disponibles, asegurando la no 
discriminación, la igualdad sustantiva y la transparencia en el acceso a 
los programas y servicios sociales de carácter público, puntualizando que 
su acceso y permanencia se establecerá en las leyes y normas 
respectivas, como lo es el Código Fiscal de la Ciudad de México. 
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Que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que el 
derecho al mínimo vital entraña una garantía por virtud de la cual se debe 
respetar un umbral libre o aminorado de tributación, según sea el caso, 
correspondiente a los recursos necesarios para la subsistencia de las 
personas. 
Que la citada Corte ha reconocido que el Estado social puede hacer uso 
de figuras como el subsidio en materia de contribuciones para generar un 
impacto entre los sectores más vulnerables, que pueden ser figuras tan 
dispares como las exenciones generales, o acotadas bajo algún criterio 
válido, las deducciones generalizadas, las deducciones específicas por 
concepto o la valoración de condiciones sistémicas.
Que el artículo 17, de la Constitución Local, establece que la Ciudad de 
México asume como fines del proceso de desarrollo el mejoramiento de la 
vida, entre otros, en los órdenes económico y social, para afirmar la 
dignidad de sus habitantes, previendo la aspiración para constituir un 
Estado social y democrático de pleno ejercicio de los derechos con los 
valores de libertad, igualdad y cohesión social. De igual manera, que 
corresponde al Gobierno, planear, conducir, coordinar y orientar el 
desarrollo de la Ciudad, con el propósito de establecer un desarrollo 
económico distributivo, y que las políticas sociales y económicas se 
concebirán de forma integrada y tendrán como propósito el respeto, 
protección, promoción y realización, entre otros, de los derechos 
económicos y sociales para el bienestar de la población y la prosperidad 
de la Ciudad, de acuerdo a los principios de interdependencia e 
indivisibilidad.
Que aunado a lo anterior, el mismo artículo 17, en su apartado A, numeral 
1, incisos e) y g), dispone que el sistema general de bienestar social, 
tendrá en cuenta entre otras cuestiones la inclusión de la perspectiva de 
los grupos de atención prioritaria en la planeación y ejecución de todas 
las políticas y programas del Gobierno; observando también, los 
mecanismos para hacer efectivo el derecho al mínimo vital para una vida 
digna, dando prioridad a las personas en situación de pobreza. 
Que el multicitado artículo 17, en su Apartado B, numerales 1 y 8, prevé 
que la política económica de la Ciudad tendrá como objetivo el aumento 
en los niveles de bienestar de la población, respetando los derechos de 
los capitalinos y promoviendo la reducción de la pobreza y la desigualdad, 
así como que la Ciudad contará con instrumentos propios de desarrollo 
económico, entre los que estarán una Hacienda Pública sustentable, 
ordenada, equitativa y redistributiva. 
Que dichos preceptos constitucionales imponen la trascendente función al 
Estado para que éste fomente el desarrollo nacional, garantizando que 
sea integral y sustentable, que fortalezca la soberanía nacional y su 
régimen democrático y que, mediante el fomento del crecimiento 
económico y el empleo y una más justa distribución del ingreso y la 
riqueza, permita el pleno ejercicio de la libertad y dignidad de los 
individuos, grupos y clases sociales. 
Que el artículo 21 de la Constitución Local, señala que es facultad de las 
autoridades de la Ciudad de México definir las políticas de estímulos y 
compensaciones fiscales en los términos y condiciones que señale la ley. 
Que de conformidad con el artículo 23, numeral 2, inciso f) de la aludida 
Constitución Local, es deber de las personas en la Ciudad de México 
contribuir al gasto público, conforme lo dispongan las leyes. 
Que en términos de los artículos 123 y 125 de la Ley de Austeridad, 
Transparencia en Remuneraciones, Prestaciones y Ejercicio de Recursos 
de la Ciudad de México, los subsidios que otorgue la Ciudad de México, a 
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través de la persona titular de la Jefatura de Gobierno, con cargo al 
Presupuesto de Egresos, se sustentarán en Acuerdos de Carácter 
General que se publicarán en el Órgano de difusión Local. 
Que uno de los mecanismos con que cuenta el Estado, a través del 
Ejecutivo ya sea Federal, Local o Municipal, para materializar el 
desarrollo nacional es mediante la implementación de beneficios fiscales. 
Que los actos y procedimientos de la Administración Pública de la Ciudad 
de México, garantizarán el derecho a la Buena Administración Pública y 
se regirán bajo los principios de innovación, atención ciudadana, gobierno 
abierto y plena accesibilidad con base en diseño universal, simplificación, 
agilidad, economía, información, precisión, legalidad, transparencia, 
proporcionalidad, buena fe, integridad, imparcialidad, honradez, lealtad, 
eficiencia, profesionalización y eficacia; respetando los valores de 
dignidad, ética, justicia, libertad y seguridad. 
Que el Pleno del Congreso de la Ciudad de México, en ejercicio de sus 
atribuciones legales y constitucionales, tuvo a bien aprobar el pasado 14 
de diciembre de 2022, el DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y 
ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
CIUDAD DE MÉXICO, mismo que fue publicado el día 27 del mismo mes 
y año en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México; siendo que a través de 
su artículo Quinto Transitorio facultó a la persona titular de la Jefatura de 
Gobierno para emitir a más tardar el 16 de enero de 2023, un programa 
de subsidios al Impuesto Predial a que se refiere el artículo 130 del 
Código Fiscal de la Ciudad, señalando además, que el mencionado 
programa deberá contener de forma clara y precisa los requisitos y 
circunstancias particulares que deben cumplir los contribuyentes para 
acceder a dichos beneficios fiscales. 
Que de igual forma, el citado programa deberá incluir un subsidio al 
Impuesto Predial para los contribuyentes que se ubiquen en el supuesto a 
que se refiere el párrafo cuarto del artículo 127 del Código Fiscal Local, a 
fin de que se subsidie la diferencia que exista entre el Impuesto 
determinado conforme a valor de mercado y aquel que corresponda 
conforme al valor catastral mencionado en los párrafos segundo y quinto 
del mismo artículo 127. 
Que dicho subsidio tiene como finalidad fomentar el desarrollo social 
de las clases más vulnerables, fomentando el crecimiento 
económico y una más justa distribución de la riqueza, permitiendo 
también un umbral de libertad o minoración tributaria, según sea el caso, 
respetando en todo momento los derechos humanos de los 
contribuyentes, y posicionando a todos los sujetos pasivos del gravamen 
en un ámbito de justicia social. 
Sin menoscabo de lo anterior y en atención al principio de generalidad de 
las contribuciones, el presente subsidio debe otorgarse a todos aquellos 
contribuyentes cuyos inmuebles de uso habitacional se ubiquen dentro de 
los rangos A al G, de la fracción I, del artículo 130 del Código Fiscal de la 
Ciudad de México, logrando así que los mismos estén en posibilidad de 
cumplir con el pago de sus obligaciones fiscales, en concreto con el pago 
del Impuesto Predial.
Que la supracitada Corte ha sostenido que lo ordinario en materia de 
beneficios fiscales no es la exención, sino la causación y el cálculo de los 
gravámenes en los términos legales, por lo que la carga justificatoria -la 
carga argumental al momento de legislaron debe pesar sobre las razones 
por las que no se establece el gravamen -o bien, sobre las razones por 
las que no se otorga el estímulo- pues tales extremos no son sólo 
"ordinarios" o "esperados", sino que son demandados por la propia 
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Constitución Federal, al derivar del principio de generalidad en la 
tributación. Bastando que se justifique por qué otorga el beneficio para 
determinados casos, sin que pueda obligársele a precisar las razones por 
las que no lo hizo en los restantes, pues no debe pasarse por alto que la 
persona o personas que no cuentan con el estímulo otorgado por el 
legislador, no están pagando una obligación fiscal excesiva o desajustada 
en relación con la capacidad contributiva que legitima la imposición del 
gravamen, y que sirve de medida para su determinación en cantidad 
líquida. Lo anterior, dado que la situación ordinaria a la luz de lo dispuesto 
por la Constitución Federal es no contar con medidas de minoración 
promotora de ciertas conductas. 
Que a fin de focalizar el objetivo del subsidio, se observa que de acuerdo 
con el numeral VIGÉSIMO de los Lineamientos y Criterios Generales para 
la Definición, Identificación y Medición de la Pobreza, publicados en el 
Diario Oficial de la Federación con fecha 16 de junio de 2010 y 
reformados el 30 de octubre de 2018, le corresponde al Consejo Nacional 
de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL) realizar las 
actividades de medición de la pobreza, de acuerdo a las metodologías y 
procedimientos que establezca para este fin. Dichas mediciones de 
pobreza según entidad federativa se realizarán con una periodicidad de 
cada dos años y con una periodicidad de cada cinco años a escala 
municipal. 
Que de conformidad con datos del CONEVAL, para 2018 en la Ciudad de 
México se contabilizaron 38,500 personas habitantes de viviendas con 
pisos de tierra; 88,100 personas en viviendas con techo de material 
endeble; 81,400 personas en viviendas con muros de material endeble y 
353,800 personas habitantes de viviendas en estado de hacinamiento;8 
siendo que el valor catastral de dichas viviendas corresponde con los 
valores catastrales de los inmuebles establecidos en los rangos A al G, 
de la fracción I, del artículo 130 del Código Fiscal de la Ciudad de México. 
Que los rangos anteriormente referidos al ser los más bajos, son 
susceptibles de recibir el subsidio que nos ocupa, mismo que de no 
otorgarse generaría severos problemas en la economía de los 
contribuyentes con menos recursos. 
Que igualmente, el CONEVAL ha informado desde 2018 acerca de las 
adecuaciones que actualizan algunos elementos de la metodología para 
la medición multidimensional de la pobreza, cuya finalidad es 
proporcionar a la ciudadanía y al Gobierno un panorama social 
actualizado en función de los cambios que definen los umbrales para las 
carencias sociales, destacando que entre 2018 y 2020, el porcentaje de la 
población en situación de pobreza aumentó de 41.9% a 43.9%, mientras 
que el número de personas en esta situación pasó de 51.9 a 55.7 
millones de personas.
Que ante dicho contexto, los resultados de la medición de la pobreza 
multidimensional 2020 permiten guiar y fortalecer la implementación de 
programas o acciones de política de desarrollo social enfocadas en 
alentar la recuperación del ingreso de las personas y la atención del 
conjunto de carencias sociales, por lo que, dentro de las políticas públicas 
de la actual administración, se hace necesario el otorgamiento de 
beneficios fiscales, a fin de apoyar la economía familiar. 
Que a nivel nacional, 45.1% de las viviendas particulares habitadas tiene 
una antigüedad de más de 20 años y solo 9.0% tiene 5 años o menos, y 
la Entidad Federativa que tiene el menor porcentaje de viviendas nuevas 
es la Ciudad de México con 3.4%. Asimismo, la Ciudad de México cuenta 
con uno de los porcentajes más bajos respecto de viviendas particulares 
habitadas propias con necesidad de arreglos y remodelación en la 
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vivienda, con el 45.7%. Así bien, dicha Entidad Federativa goza de uno 
de los porcentajes más bajos de viviendas particulares habitadas propias 
con necesidad de otras reparaciones, con el 45.7%. 
Que la vivienda representa más del 70%11 del uso del suelo en la 
mayoría de las ciudades y determina la forma y la densidad urbana, 
proporcionado también empleo y contribuyendo al crecimiento de las 
urbes, como el caso de la Ciudad de México.
Que desde la óptica del principio de generalidad tributaria la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ha sido enfática en señalar que no existe 
un derecho constitucionalmente tutelado a exigir beneficios fiscales12, 
siendo que estos se otorgan con el propósito de no afectar la economía 
de los capitalinos más vulnerables a fin de disminuir desigualdades, bajo 
políticas de austeridad y responsabilidad; coadyuvando con ello a que los 
contribuyentes cumplan con sus obligaciones fiscales. 
Que el presente Acuerdo establece subsidios a favor de los 
contribuyentes que se encuentran en una situación de vulnerabilidad, en 
el pago del Impuesto Predial correspondiente a inmuebles de uso 
habitacional o mixto, así como en los casos que se realicen operaciones 
de compraventa o se adquieran nuevas construcciones, con la finalidad 
de que no se afecte en forma excesiva su capacidad económica, lo 
anterior por razones de justicia fiscal distributiva. Dichos beneficios, se 
reitera, no afectan la base, tarifa, objeto o sujetos del Impuesto Predial, 
sino que, por el contrario guardan autonomía permitiendo la existencia 
independiente de la estructura de dicho Impuesto. Es así que por las 
consideraciones antes expuestas he tenido a bien emitir el siguiente:
ACUERDO DE CARÁCTER GENERAL POR EL QUE SE OTORGAN 
SUBSIDIOS FISCALES PARA EL PAGO DEL IMPUESTO PREDIAL
PRIMERO.- El presente Acuerdo tiene por objeto apoyar, en términos del 
numeral SEGUNDO de este instrumento, en el pago del Impuesto Predial, 
en adelante Impuesto, a los contribuyentes que se encuentren en los 
siguientes supuestos:
a) Que cuenten con inmuebles de uso habitacional o uso mixto cuyo valor 
catastral se encuentre dentro de los rangos A, B, C y D de la tarifa 
prevista en la fracción I, del artículo 130 del Código Fiscal de la Ciudad de 
México, en adelante Código;
b) Que cuenten con inmuebles de uso habitacional o mixto cuyo valor 
catastral esté comprendido en los rangos E, F y G de la tarifa prevista en 
la fracción I, del artículo 130 del Código, y
c) Realicen operaciones de compraventa de inmuebles y adquieran 
nuevas construcciones en términos del artículo 127, párrafo cuarto del 
Código.
SEGUNDO.- Para efectos de lo dispuesto en el numeral PRIMERO, los 
contribuyentes deberán determinar el Impuesto a pagar, en los términos 
establecidos en el Código Fiscal de la Ciudad de México, para así 
encontrar el rango que les corresponde, y poder aplicar los subsidios 
fiscales que a continuación se indican:
a) Para el pago del Impuesto correspondiente al Ejercicio Fiscal 2023, 
que resulte a cargo de los propietarios o poseedores de los inmuebles de 
uso habitacional o mixto cuyo valor catastral se encuentre comprendido 
en los rangos A, B, C y D de la tarifa prevista en la fracción I, del artículo 
130 del Código, el subsidio otorgado corresponderá a la diferencia entre 
el impuesto determinado y las cuotas que a continuación se mencionan:

Rango Cuota con subsidio
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A $58.00
B $67.00
C $81.00
D $96.00

b) Para el pago del Impuesto correspondiente al Ejercicio Fiscal 2023, 
que resulte a cargo de los propietarios o poseedores de los inmuebles de 
uso habitacional o mixto cuyo valor catastral se encuentre comprendido 
en los rangos E, F y G de la tarifa prevista en la fracción I, del artículo 130 
del Código, se otorga un subsidio correspondiente a la diferencia que se 
obtenga del Impuesto que los contribuyentes deben enterar, de 
conformidad con las disposiciones aplicables del Código, menos el 
porcentaje que a continuación se menciona:

Rango Porcentaje de Subsidio
E 50%
F 35%
G 25%

c) Para los contribuyentes que se ubiquen en el supuesto previsto en el 
párrafo cuarto, del artículo 127 del Código, tendrán derecho a un subsidio 
en el pago del Impuesto equivalente a la diferencia que exista entre el 
Impuesto determinado conforme a valor de mercado que resulte del 
avalúo a que se refiere la fracción III, del artículo 116 del Código 
presentado por el contribuyente, y aquel que corresponda conforme al 
valor catastral establecido en los párrafos segundo y quinto del 
mencionado artículo 127. (…)”

De lo anterior se advierte que el Acuerdo reclamado se emitió 

en cumplimiento al transitorio quinto del Código Fiscal de la Ciudad 

de México. El cual, prevé que para el ejercicio fiscal dos mil 
veintitrés, la titular de la Jefatura de Gobierno debía emitir ––a más 

tardar el dieciséis de enero–– un programa general de subsidios al 

impuesto predial al que se refiere el artículo 130 de ese Código. El 

objetivo de esos beneficios fiscales es garantizar el derecho a la 

vivienda consagrado en los artículos 4° y 9°, apartado E, de la 

Constitución Política de la Ciudad de México. Subsidio que se 

otorgará a partir del primero de enero del dos mil veintitrés.

En ese sentido, en el artículo segundo del Acuerdo reclamado 

se prevén subsidios fiscales para dos tipos de contribuyentes. 

Para los que cuenten con inmuebles de uso habitacional o uso mixto 

cuyo valor catastral se encuentre dentro de los rangos A, B, C y D ––

de la tarifa prevista en la fracción I del artículo 130 del Código Fiscal 

de la Ciudad de México–– se aplicarán las cuotas ascendentes 
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determinadas en el inciso a). Por su parte, para los que cuenten con 

inmuebles de uso habitacional o mixto cuyo valor catastral se 

encuentre comprendido en los rangos E, F y G ––de la tarifa prevista 

en la fracción I del artículo 130 del Código Fiscal de la Ciudad de 

México–– se aplicarán los porcentajes descendentes de 
descuentos indicados en el inciso b).

Como se observa, en el referido Acuerdo se estableció un 

esquema para que, una vez determinado el Impuesto Predial 
conforme al artículo 130, fracción I, del Código Fiscal de la 
Ciudad de México, los propietarios o poseedores de inmuebles de 

uso habitacional o mixto accedieran a un subsidio. Es decir, se trata 
de un análisis de segundo nivel, ya que para calcular el subsidio 

correspondiente se debe partir del impuesto predial ya calculado en 

términos de la mecánica general establecida en la legislación. 

Es decir, a diferencia del artículo analizado por la Segunda 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los Acuerdos 

emitidos por la Jefa de Gobierno ya no se trata de un régimen 
especial de tributación. Sino únicamente de beneficios específicos 

dirigidos un determinado grupo de contribuyentes. Por esa razón, 

este tribunal colegiado considera que el presente asunto se 
distingue de la jurisprudencia 2a./J. 225/2009 de la Segunda Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación12 antes analizada.

B. Determinación del método de análisis que debe 
emplearse.

Ahora bien, una vez establecido que el precedente del Alto 

Tribunal no es aplicable al caso concreto, lo procedente es 

12 De título: “PREDIAL. EL ARTÍCULO 152, FRACCIÓN II, PUNTO 2, DEL CÓDIGO FINANCIERO DEL DISTRITO FEDERAL, QUE 
ESTABLECE UNA REDUCCIÓN DEL 0% PARA INMUEBLES DE USO HABITACIONAL CUYO VALOR CATASTRAL ESTÉ 
COMPRENDIDO EN LOS RANGOS DEL "K" AL "P" DE LA TARIFA PREVISTA EN LA FRACCIÓN I DE ESE PRECEPTO, VIOLA 
EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2008).”
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determinar si el Acuerdo reclamado debe analizarse a la luz del 

principio de equidad tributaria o de igualdad. 

Tradicionalmente, la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

ha determinado que a los beneficios fiscales les serán aplicables los 

principios de justicia fiscal establecidos en el artículo 31, fracción IV, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Esto, 

únicamente cuando tales beneficios incidan en los elementos 
esenciales del impuesto.13

En ese sentido, la Segunda Sala determinó que los estímulos 

fiscales son un beneficio económico concedido por la ley fiscal al 

contribuyente. Los cuales se otorgan para obtener de él ciertos fines, 

por ejemplo, alentar determinadas actividades. Los estímulos 

pueden otorgarse como una reducción de la carga tributaria o como 

créditos fiscales. 

De la ejecutoria de la jurisprudencia citada se advierte que el 

Alto Tribunal consideró que los estímulos fiscales no siempre se 

integran en la estructura de la contribución. Por facilidad operativa, 

pueden incorporarse al final de la mecánica de la contribución para 

disminuir la carga impositiva. Siendo este último el beneficio 

económico que recibe el contribuyente. 

Del mismo modo, puntualizó que existen estímulos fiscales sin 

relevancia impositiva. Esto quiere decir que atienden a factores que 

no guardan relación con el hecho imponible o los demás elementos 

cuantitativos del tributo, ni parecen razonables a su mecánica. 

13 Jurisprudencia 2a./J. 26/2010 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de título y 
contenido: “ESTÍMULOS FISCALES. DEBEN RESPETAR LOS PRINCIPIOS DE JUSTICIA FISCAL QUE 
LES SEAN APLICABLES, CUANDO INCIDAN EN LOS ELEMENTOS ESENCIALES DE LA 
CONTRIBUCIÓN. Los estímulos fiscales, además de ser benéficos para el sujeto pasivo, se emplean como 
instrumentos de política financiera, económica y social en aras de que el Estado, como rector en el 
desarrollo nacional, impulse, oriente, encauce, aliente o desaliente algunas actividades o usos sociales, con 
la condición de que la finalidad perseguida con ellos sea objetiva y no arbitraria ni caprichosa, respetando 
los principios de justicia fiscal que les sean aplicables cuando incidan en los elementos esenciales de la 
contribución, como sucede en el impuesto sobre la renta en el que el estímulo puede revestir la forma de 
deducción que el contribuyente podrá efectuar sobre sus ingresos gravables una vez cumplidos los 
requisitos previstos para tal efecto.”
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Sobre esta base, la Segunda Sala estimó que la distinción 

entre ambos estímulos fiscales no radica en su relación con la carga 

tributaria que tienen que soportar los gobernados por virtud de las 

contribuciones. Sino que, lo relevante es la forma en la que el 

estímulo se incorpora al esquema del tributo. Pues, si actúa 

mediante un elemento esencial o se adiciona a su mecánica, no se 
puede separar. Lo que hace que tenga relevancia impositiva porque 

se asocia a la valoración de la capacidad contributiva de los sujetos 

obligados.

Es así que, la Suprema Corte determinó que esta diferencia es 

la que resulta útil para analizar si a determinado beneficio fiscal le 

son aplicables los principios de justicia fiscal. O bien, si su 

constitucionalidad deberá analizarse desde una perspectiva más 

amplia. 

En criterios más recientes, el Alto Tribunal ha profundizado 

sobre esta diferencia ––incluso, posteriormente a la emisión de las 

jurisprudencias 2a./J. 225/200914 y 2a./J. 26/201015––. Resolvió que 

cuando se trate de beneficios fiscales “no estructurales” no deben 

analizarse a la luz de los principios fiscales. Entendió este tipo de 

beneficios como aquellos que no tienden a ajustar la estructura, el 

diseño o el monto del tributo, sino que implican la exención o 

disminución de la contribución como consecuencia de una política 

pública. Razón por la cual, su análisis debe hacerse bajo la óptica 

del derecho a la igualdad.

14 De título: “PREDIAL. EL ARTÍCULO 152, FRACCIÓN II, PUNTO 2, DEL CÓDIGO FINANCIERO DEL 
DISTRITO FEDERAL, QUE ESTABLECE UNA REDUCCIÓN DEL 0% PARA INMUEBLES DE USO 
HABITACIONAL CUYO VALOR CATASTRAL ESTÉ COMPRENDIDO EN LOS RANGOS DEL "K" AL "P" 
DE LA TARIFA PREVISTA EN LA FRACCIÓN I DE ESE PRECEPTO, VIOLA EL PRINCIPIO DE 
EQUIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2008).”

15 De título: “ESTÍMULOS FISCALES. DEBEN RESPETAR LOS PRINCIPIOS DE JUSTICIA FISCAL QUE 
LES SEAN APLICABLES, CUANDO INCIDAN EN LOS ELEMENTOS ESENCIALES DE LA 
CONTRIBUCIÓN.”
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 En el presente caso, este órgano colegiado considera que los 

beneficios fiscales previstos en el Acuerdo reclamado no inciden en 
la mecánica del impuesto predial, como sí ocurría antes. Esto por 

dos razones. Ya no se encuentran previstos en Ley, como exige el 

principio de legalidad tributaria. El esquema de beneficios no afecta 

el mecanismo para el cálculo del impuesto predial. 

Del Acuerdo reclamado se observa que los subsidios 

corresponderán a la diferencia entre el impuesto previamente 
calculado y la cuota ascendente que corresponda ––en el caso del 

inciso a)–– o, a la aplicación de los porcentajes de disminución 

descendentes establecidos ––tratándose del inciso b)––. Es decir, el 

beneficio fiscal no trastoca ningún elemento esencial del tributo. Lo 

anterior se corrobora ya que el cálculo del referido impuesto y el 

esquema de subsidios sí pueden separarse. Cuestión que no podría 

suceder si este nuevo esquema incidiera en los elementos 

esenciales del tributo. 

Por lo tanto, se concluye que al Acuerdo reclamado no le son 
aplicables los principios de justicia fiscal establecidos en el 

artículo 31, fracción IV de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. En consecuencia, la constitucionalidad del 

referido Acuerdo debe analizarse a la luz del principio de 
igualdad. 

Al respecto, resultan ilustrativas la jurisprudencia P./J. 3/2016 
(10a.) del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la 

1a./J. 97/2006 de la Primera Sala del Alto Tribunal, de título y 

contenido siguientes: 

“CONDONACIÓN DE DEUDAS TRIBUTARIAS. LAS NORMAS QUE LA 
PREVÉN NO SE RIGEN POR LOS PRINCIPIOS DE JUSTICIA 
TRIBUTARIA ESTABLECIDOS EN EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. Los beneficios otorgados por razones no estructurales de 
la contribución son producto de una sanción positiva contenida en una 

A
N

G
E

L
 G

A
R

C
IA

 C
O

T
O

N
IE

T
O

70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.6b.0e
03/10/24 11:51:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



RA. 477/202331

norma típicamente promocional, y pueden ubicarse entre los 
denominados "gastos fiscales", es decir, los originados por la extinción y 
disminución de tributos, traducidos en la no obtención de un ingreso 
público como consecuencia de la concesión de beneficios fiscales 
orientados al logro de la política económica o social adoptada en una 
época determinada. Así, este tipo de beneficios, como la condonación de 
deudas tributarias, puede equipararse o sustituirse por subvenciones 
públicas, pues tienen por objeto prioritario plasmar criterios de política 
fiscal en cuanto a la recaudación de tributos, justificados en razones de 
interés público. De ahí que la condonación importa un beneficio que no 
obedece a una exigencia constitucional de justicia tributaria, si se toma en 
cuenta que se establece con una intención promocional en cumplimiento 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al precisar 
que el Estado planeará, conducirá, coordinará y orientará la actividad 
económica nacional, y llevará a cabo la regulación y el fomento de las 
actividades que demande el interés general en el marco de libertades que 
otorga la propia Ley Suprema. Por consiguiente, al no ser la condonación 
un ajuste a la estructura, al diseño o al monto de un impuesto, sino la 
acción unilateral del Estado que, como instrumento de índole excepcional, 
se emplea para no hacer efectiva la deuda fiscal al renunciarse a la 
recepción del pago de la obligación pecuniaria del contribuyente, es 
inconcuso que las normas que la prevén no se rigen por los principios de 
justicia fiscal contenidos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
Federal, pues su otorgamiento no obedece a razones de justicia tributaria, 
ni al ajuste que corresponde para que el gravamen se determine 
conforme a la capacidad contributiva que dio lugar al tributo; sin embargo, 
lo anterior no implica que las normas que establezcan condonaciones 
escapen al control de la constitucionalidad, ya que la delimitación de 
quienes pueden contar con tal beneficio y su implementación, excluyendo 
o incluyendo a ciertos sectores o personas, desde luego, puede 
analizarse desde el ámbito más amplio correspondiente al principio de 
igualdad, y no al de equidad tributaria.”

“EQUIDAD TRIBUTARIA. CUANDO SE RECLAMA LA EXISTENCIA DE 
UN TRATO DIFERENCIADO RESPECTO DE DISPOSICIONES 
LEGALES QUE NO CORRESPONDEN AL ÁMBITO ESPECÍFICO DE 
APLICACIÓN DE AQUEL PRINCIPIO, LOS ARGUMENTOS 
RELATIVOS DEBEN ANALIZARSE A LA LUZ DE LA GARANTÍA DE 
IGUALDAD. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha sostenido que la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos prevé diferentes facetas de la igualdad y se refiere a ella tanto 
en un plano general como en el contexto de un ámbito material 
específico, sin establecer casos de excepción en su aplicación. Así, el 
artículo 31, fracción IV, constitucional proyecta las exigencias del principio 
de igualdad sobre el ámbito impositivo, es decir, la garantía de equidad 
tributaria es la manifestación del principio de igualdad en materia fiscal, 
por lo que no tiene menor o mayor valor que la igualdad garantizada en 
otros preceptos constitucionales. Por otra parte, debe tenerse presente 
que este Alto Tribunal ha delimitado el contenido de la garantía de 
equidad tributaria, precisando que ésta radica en la igualdad ante la 
misma ley tributaria de los sujetos pasivos de un mismo gravamen. En 
ese sentido, tratándose de disposiciones legales que no corresponden al 
ámbito específico de aplicación de la garantía de equidad tributaria -es 
decir, que no se refieren a contribuciones, exenciones o a la delimitación 
de obligaciones materialmente recaudatorias, así como en los casos de 
normas que tengan repercusión fiscal y sean emitidas por el Poder 
Ejecutivo- los argumentos que reclaman la existencia de un trato 
diferenciado o discriminatorio entre dos personas o grupos deben 
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analizarse en el contexto más amplio, esto es, a la luz de la garantía de 
igualdad.”

C. Análisis del Acuerdo reclamado bajo el principio de 
igualdad.

De acuerdo con el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación16 para analizar violaciones al principio de igualdad debe 

comprobarse que efectivamente el legislador estableció una 

distinción. Esto es, debe verificarse que se haya excluido a algún 

colectivo de algún beneficio otorgado a otro colectivo similar. 

En el caso, sí existe una distinción. Pues, el Acuerdo 

reclamado otorga subsidios a las personas con bienes inmuebles de 

uso habitacional o mixto cuyo valor catastral se encuentra previsto en 

los rangos del A al G. Excluyendo, a aquellas personas con 

inmuebles del mismo tipo, pero que se encuentran en los rangos H a 

P. 

Una vez comprobado lo anterior, se debe establecer si dicha 

medida se encuentra justificada. Ello, a partir de un análisis de 

razonabilidad de la medida, también conocido como test de igualdad. 

Existen dos tipos de análisis: estricto y ordinario. El primero se debe 

aplicar cuando la distinción impugnada se basa en una categoría 

sospechosa.17 De no ser el caso, se deberá realizar el segundo.

16 Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Acción de inconstitucionalidad 61/2016, Ministro 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 4 de abril de 2017, pp. 26-27.

17 Jurisprudencia P./J. 10/2016 (10a.), Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: “CATEGORÍA 
SOSPECHOSA. SU ESCRUTINIO. Una vez establecido que la norma hace una distinción basada en una 
categoría sospechosa -un factor prohibido de discriminación- corresponde realizar un escrutinio estricto de 
la medida legislativa. El examen de igualdad que debe realizarse en estos casos es diferente al que 
corresponde a un escrutinio ordinario. Para llevar a cabo el escrutinio estricto, en primer lugar, debe 
examinarse si la distinción basada en la categoría sospechosa cumple con una finalidad imperiosa desde el 
punto de vista constitucional, sin que deba exigirse simplemente, como se haría en un escrutinio 
ordinario, que se persiga una finalidad constitucionalmente admisible, por lo que debe perseguir un 
objetivo constitucionalmente importante; es decir, proteger un mandato de rango constitucional. En segundo 
lugar, debe analizarse si la distinción legislativa está estrechamente vinculada con la finalidad 
constitucionalmente imperiosa. La medida legislativa debe estar directamente conectada con la consecución 
de los objetivos constitucionales antes señalados; es decir, la medida debe estar totalmente encaminada a 
la consecución de la finalidad, sin que se considere suficiente que esté potencialmente conectada con tales 
objetivos. Por último, la distinción legislativa debe ser la medida menos restrictiva posible para conseguir 
efectivamente la finalidad imperiosa desde el punto de vista constitucional.”
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En el caso, la distinción entre las personas contribuyentes 
no se basa en una categoría sospechosa de las previstas en el 

artículo primero constitucional. Ello, pues la distinción se sustenta en 

el valor catastral del inmueble. 

Por lo cual, en la especie, es procedente analizar la 

constitucionalidad de las normas reclamadas a través del test 

ordinario de igualdad. Este consiste en determinar si la medida 

persigue un fin constitucional y que, además, exista una relación 

racional entre este y la medida elegida por el legislados. En otras 

palabras, la medida debe ser razonable.

A juicio de este órgano colegiado, que los subsidios del 
impuesto predial sean otorgados únicamente a las personas de 
los rangos más bajos es acorde con el derecho a la igualdad.

En primer lugar, se destaca que el Acuerdo se emitió con base 

en la facultad que tiene la Jefa de Gobierno para determinar los 

subsidios que considere necesarios con base en la disponibilidad 

presupuestaria y el beneficio social de éstos. En términos de los 

artículos 123 y 125 de la Ley de Austeridad, Transparencia en 

Remuneraciones, Prestaciones y Ejercicio de Recursos de la Ciudad 

de México18.

En segundo lugar, como se señala en el Acuerdo reclamado, 

este tiene como finalidad contribuir a garantizar el derecho a la 

vivienda previsto en el artículo cuarto constitucional. Sobre este 

18 "Artículo 123. Los subsidios que sean otorgados por la Ciudad de México con cargo al Presupuesto de 
Egresos, se sustentarán en resoluciones administrativas dictadas por autoridad competente o en acuerdos 
de carácter general que se publicarán en la Gaceta.
En esos acuerdos se establecerán facilidades administrativas para el cumplimiento de obligaciones 
fiscales."
"Artículo 125. La persona titular de la Jefatura de Gobierno, previa autorización del Congreso, podrá 
autorizar subsidios con cargo al Presupuesto de Egresos. Dichos subsidios sólo se aprobarán para la 
consecución de los objetivos de las funciones contenidos en el presupuesto señalado o bien, cuando se 
considere de beneficio social y para el pago de las contribuciones establecidas en los capítulos I, II, III, IV, 
V, VI, VIII y IX en sus secciones Primera, Tercera, Cuarta, Quinta y Octava, del Título Tercero del Libro 
Primero del Código.
La autorización a que se refiere el párrafo anterior y el acuerdo de carácter general que se refiere en esta 
ley, no será necesaria en caso de resoluciones individuales."
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punto es importante resaltar que se trata de un derecho económico 

en el sentido de que le impone al Estado obligaciones positivas de 

actuación. Por ejemplo, con el suministro de recursos económicos. 

Por lo que, su plena realización es paulatina y se encuentra 

condicionada a las circunstancias económicas y políticas de cada 

país.19 

En ese sentido, es válido que los Estados al adoptar medidas 

para garantizar este derecho prioricen a determinados sectores de la 

población. Particularmente, el Comité de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales ha establecido que, respecto la vivienda 

adecuada, los Estados deben adoptar medidas para conceder a los 

grupos en situación de desventaja un acceso pleno y sostenible a los 

recursos para conseguir una vivienda.20 

Por lo que, en el caso, se encuentra plenamente justificado que 

los subsidios al impuesto predial únicamente se dirijan a los rangos 

más bajos, al ser las personas con mayor vulnerabilidad. Para ello, la 

Jefa de Gobierno hizo alusión a algunos datos estadísticos provistos 

19 Es ilustrativa la jurisprudencia 1a./J. 86/2017 (10a.) de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación de título y contenido siguientes: “PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD. ES APLICABLE A TODOS 
LOS DERECHOS HUMANOS Y NO SÓLO A LOS LLAMADOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y 
CULTURALES. El principio de progresividad estuvo originalmente vinculado a los -así llamados- derechos 
económicos, sociales y culturales, porque se estimaba que éstos imponían a los Estados, sobre todo, 
obligaciones positivas de actuación que implicaban el suministro de recursos económicos y que su plena 
realización estaba condicionada por las circunstancias económicas, políticas y jurídicas de cada país. Así, 
en los primeros instrumentos internacionales que reconocieron estos derechos, se incluyó el principio de 
progresividad con la finalidad de hacer patente que esos derechos no constituyen meros "objetivos 
programáticos", sino genuinos derechos humanos que imponen obligaciones de cumplimiento inmediato a 
los Estados, como la de garantizar niveles mínimos en el disfrute de esos derechos, garantizar su ejercicio 
sin discriminación, y la obligación de tomar medidas deliberadas, concretas y orientadas a su satisfacción; 
así como obligaciones de cumplimiento mediato que deben ser acometidas progresivamente en función de 
las circunstancias específicas de cada país. Ahora bien, esta Primera Sala considera que, a pesar de su 
génesis histórica, el principio de progresividad en nuestro sistema jurídico es aplicable a todos los derechos 
humanos y no sólo a los económicos, sociales y culturales. En primer lugar, porque el artículo 1o. 
constitucional no hace distinción alguna al respecto, pues establece, llanamente, que todas las autoridades 
del país, en el ámbito de sus competencias, están obligadas a proteger, garantizar, promover y respetar los 
derechos humanos de conformidad, entre otros, con el principio de progresividad. En segundo lugar, porque 
ésa fue la intención del Constituyente Permanente, como se advierte del proceso legislativo. Pero además, 
porque la diferente denominación que tradicionalmente se ha empleado para referirse a los derechos civiles 
y políticos y distinguirlos de los económicos, sociales y culturales, no implica que exista una diferencia 
sustancial entre ambos grupos, ni en su máxima relevancia moral, porque todos ellos tutelan bienes básicos 
derivados de los principios fundamentales de autonomía, igualdad y dignidad; ni en la índole de las 
obligaciones que imponen, específicamente, al Estado, pues para proteger cualquiera de esos derechos no 
sólo se requieren abstenciones, sino, en todos los casos, es precisa la provisión de garantías normativas y 
de garantías institucionales como la existencia de órganos legislativos que dicten normas y de órganos 
aplicativos e instituciones que aseguren su vigencia, lo que implica, en definitiva, la provisión de recursos 
económicos por parte del Estado y de la sociedad.”

20 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación general núm. 4 (1991) El derecho a 
una vivienda adecuada (párrafo 1 del artículo 11 del Pacto), E/1992/23, ¶8.
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por el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo 

Social. Precisamente que para 2018 en la Ciudad de México se 

contabilizaron 38,500 personas habitantes de viviendas con pisos de 

tierra; 88,100 personas en viviendas con techo de material endeble; 

81,400 personas en viviendas con muros de material endeble y 

353,800 personas habitantes de viviendas en estado de 

hacinamiento. Y que, precisamente, estas son las personas a las que 

va dirigido el subsidio. 

Por todas esas razones, este órgano colegiado determina que 

fue incorrecta la decisión de la juzgadora toda vez que las 

disposiciones normativas reclamadas son constitucionales. 

Pues, el trato diferenciado que genera el subsidio reclamado se 

justifica razonable y objetivamente. Por lo que, supera el test 

ordinario de igualdad.

En ese sentido, se concluye que son fundados los agravios de 

la autoridad recurrente. De ahí que lo procedente sea revocar la 

sentencia recurrida y negar el amparo. 

Por lo expuesto y fundado se resuelve:

PRIMERO. En la materia de la revisión se revoca la sentencia 

recurrida.

SEGUNDO. La Justicia de la Unión no ampara ni protege a 

*****  *******  ****1, en los términos y para los efectos 

precisados en la sentencia recurrida.

NOTIFÍQUESE; con testimonio de la presente resolución, 

devuélvanse los autos al juzgado de origen y, en su oportunidad, 

archívese el toca como asunto concluido.
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Así, por mayoría de votos de la señora Magistrada Presidenta 

Ana María Ibarra Olguín y del Magistrado Oscar Germán Cendejas 
Gleason, en contra del señor Magistrado Alfredo Enrique Báez. 

Siendo ponente la primera de los nombrados, lo resolvió el Décimo 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. Con 

intervención de la Secretaria de Acuerdos que autoriza y da fe.

Firman electrónicamente y con fundamento en el Acuerdo 

General 12/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal y en 

el artículo 188 de la Ley de Amparo, la señora Magistrada Presidenta 

y los señores Magistrados, integrantes de este Tribunal. Con 

intervención de la Secretaría de Acuerdos quien autoriza y da fe.

Se hace constar que la presente foja corresponde a la parte 

final de la ejecutoria de veintidós de marzo de dos mil 
veinticuatro, dictada por este Décimo Tribunal Colegiado 

en Materia Administrativa del Primer Circuito, en los autos 

del expediente R.A.- 477/2023, interpuesto por la JEFA DE 
GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, en el que se 

resolvió: "PRIMERO. En la materia de la revisión se revoca 
la sentencia recurrida.--- SEGUNDO. La Justicia de la 

Unión no ampara ni protege a ***** ******* ****1, 

en los términos y para los efectos precisados en la 

sentencia recurrida".- Conste.

La Licenciada Naxhiely Lopez del Valle, Secretaria de Acuerdos de este 

Décimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, hace constar que el presente asunto se terminó de engrosar el 

primero de abril de dos mil veinticuatro. Conste. ----------------------------

En dos de abril de dos mil veinticuatro, se giraron los oficios 7422, 
7423, 7424 y 7425, para notificar la determinación que antecede. Conste. -
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VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL MAGISTRADO 
ALFREDO ENRIQUE BÁEZ LÓPEZ

Respetuosamente me permito expresar las razones por las 

cuales disiento del criterio mayoritario de la Señora Magistrada 

presidenta y del Señor Magistrado pues, a mi parecer, debe 

confirmarse y concederse el amparo y protección de la Justicia 

Federal solicitados. 

En el proyecto se propone revocar y negar el amparo respecto 

al Acuerdo de Carácter General por el que se otorgan subsidios 

fiscales para el pago del Impuesto Predial, pues señala que en el 

caso, no son aplicables los principios de justicia fiscal, cuestión que, 

no comparto totalmente, pues el acuerdo prevé tres subsidios. 

El primer subsidio, se traduce en la sustitución de las cuotas 

fijas por las subsidiadas establecidas en el acuerdo general, por lo 

que sí incide en los elementos esenciales del tributo dentro del 
cálculo del impuesto. 

El segundo subsidio, consiste en un porcentaje de descuento 

aplicable al monto a pagar por concepto de impuesto predial para los 

inmuebles cuyo valor catastral se ubique en los rangos E, F o G de la 

tabla del mencionado artículo del código tributario local, por lo que  

no interfiere con la mecánica de cálculo del tributo, ya que el 

descuento porcentual se habrá de materializar sobre el impuesto a 

pagar que será determinado conforme a la normatividad 

originalmente aplicable. 

El tercer subsidio permite que la aplicación de la tarifa se 

realice sobre un valor catastral diferente a aquel que en la legislación 

se prevé a partir de que queden registradas operaciones de 
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compraventa de inmuebles; por lo que directamente incide en la 
base de cálculo del tributo. 

Así, solo el segundo de los subsidios, no se rige por los 

principios de justicia tributaria. 

Lo anterior, considero es irrelevante respecto al principio de 

equidad tributaria, pues el alto tribunal ha sostenido que la garantía 

de equidad tributaria es la manifestación del principio de igualdad en 

materia fiscal, lo que reflejó en la jurisprudencia número 2a. 

XXX/2017 (10a.), visible en el Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta, Libro 40, Marzo de 2017, Tomo II, página 1390, de rubro: 

“EQUIDAD TRIBUTARIA. CUANDO SE RECLAMA LA 
EXISTENCIA DE UN TRATO DIFERENCIADO RESPECTO 
DE DISPOSICIONES LEGALES QUE NO CORRESPONDEN 
AL ÁMBITO ESPECÍFICO DE APLICACIÓN DE AQUEL 
PRINCIPIO, LOS ARGUMENTOS RELATIVOS DEBEN 
ANALIZARSE A LA LUZ DE LA GARANTÍA DE IGUALDAD. 
La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
prevé diferentes facetas de la igualdad y se refiere a ésta tanto 
en un plano general como en el contexto de un ámbito material 
específico; en su artículo 31, fracción IV, proyecta las 
exigencias del principio de igualdad sobre el ámbito impositivo, 
es decir, el principio de equidad tributaria es la 
manifestación del principio de igualdad en materia fiscal, 
por lo que no tiene menor o mayor valor que la igualdad 
consagrada en otros preceptos constitucionales. Ahora, 
sólo en el caso de que las disposiciones legales reclamadas en 
forma destacada no correspondan al ámbito específico de 
aplicación del principio de equidad tributaria (cuando no se 
refieren a contribuciones, exenciones o a la delimitación de 
obligaciones materialmente recaudatorias que tengan 
repercusión fiscal) los argumentos que reclaman 
la existencia de un trato diferenciado entre dos personas o 
grupos deben analizarse en un contexto más amplio, esto es, a 
la luz del diverso de igualdad (excepción hecha de que la 
distinción se base en una de las categorías sospechosas a las 
que se refiere el artículo 1o. constitucional, pues en ese caso 
siempre se procederá al pronunciamiento en relación con el 
derecho de igualdad). En ese sentido, si una norma puede 
analizarse a la luz del ámbito específico del principio 
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de equidad tributaria, resultaría ocioso que también tuviera que 
realizarse un pronunciamiento respecto de ella bajo el contexto 
amplio del derecho de igualdad, porque la disposición 
reclamada es apta para que se verifique su regularidad 
constitucional a la luz del referido principio de justicia tributaria, 
el cual constituye una faceta del derecho a la igualdad.”

En cuanto al fondo del asunto, sí consideró aplicable la 

jurisprudencia 2a./J. 225/2009 “PREDIAL. EL ARTÍCULO 152, 
FRACCIÓN II, PUNTO 2, DEL CÓDIGO FINANCIERO DEL 
DISTRITO FEDERAL, QUE ESTABLECE UNA REDUCCIÓN DEL 
0% PARA INMUEBLES DE USO HABITACIONAL CUYO VALOR 
CATASTRAL ESTÉ COMPRENDIDO EN LOS RANGOS DEL "K" 
AL "P" DE LA TARIFA PREVISTA EN LA FRACCIÓN I DE ESE 
PRECEPTO, VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA 
(LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2008).”; al ser temática, por lo que es 

apta y suficiente para resolver el planteamiento relacionado con que 

el acuerdo de carácter general combatido en esos asuntos, por violar 

los principios de equidad tributaria e igualdad, por establecer 

beneficios en materia del únicamente en favor de los inmuebles de 

uso habitacional de menor valor catastral, con exclusión de los de 

valor más alto, sin que obste, que la entonces jefa de Gobierno 

expresó razones encaminadas a justificar la exclusión del sistema de 

subsidios respecto de los inmuebles con el valor catastral más alto. 

En la ejecutoria que dio origen a tal criterio, se señaló expresamente 

lo siguiente:

“(…)

Precisado lo anterior, es de señalarse que visto desde una 
óptica externa, el trato diferenciado que se da a los inmuebles 
de uso habitacional respecto de los inmuebles destinados a otro 
fin no vulnera el principio de equidad tributaria; sin embargo, no 
puede arribarse a la misma conclusión si se mira desde un 
enfoque interno, toda vez que en la fracción II del artículo 152 
del Código Financiero del Distrito Federal, vigente en dos mil 
ocho, no se estableció un esquema de aminoración de la carga 
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tributaria para los inmuebles cuyo valor catastral esté 
comprendido en los rangos K a P de la tarifa respectiva, a pesar 
de que cumplen con el parámetro elegido por el legislador con el 
que se construyó el señalado régimen de beneficio, a saber, 
que el inmueble sea de uso habitacional.

Lo anterior parte de la idea de que si en atención al derecho que 
consagra el quinto párrafo del artículo 4o. constitucional a favor 
de los gobernados de tener una vivienda digna y la correlativa 
obligación del legislador de prever los mecanismos necesarios 
para alcanzar ese objetivo, se estableció un régimen especial de 
tributación del impuesto predial para los inmuebles de uso 
habitacional; entonces, el legislador no puede excluir 
materialmente de ese régimen a algunos inmuebles por 
tener valores catastrales altos, dado que la protección 
garantizada por el citado precepto constitucional no está 
limitada a la vivienda de bajo o mediano costo, por lo que 
tal circunstancia conllevaría a que para dichos inmuebles la 
aminoración tributaria fuese más baja dado el sistema 
decreciente de beneficio que comprende el aludido régimen 
especial de tributación.

Bajo esa óptica, el solo hecho de que los rangos K al P de la 
tarifa del impuesto predial estén comprendidos en la tabla de 
descuentos prevista en el punto 2 de la fracción II del artículo 
152 del Código Financiero del Distrito Federal vigente en dos mil 
ocho, no significa que los propietarios y poseedores de 
inmuebles de uso habitacional que se ubican en dichos 
rangos reciban materialmente algún beneficio tributario 
como sucede respecto de aquellos que se ubican en los 
rangos E al J, dado que el descuento previsto para aquéllos 
es de cero por ciento -0%-, lo que en realidad conlleva a 
excluirlos del régimen especial de tributación previsto para 
los inmuebles de uso habitacional, colocándolos en el 
régimen general, cuestión tal que genera un trato desigual 
entre sujetos que se ubican en la misma situación sin que 
exista una razón objetiva para ello, pues en cumplimiento a lo 
dispuesto en el artículo 4o. constitucional, el legislador ordinario 
puede válidamente establecer un sistema regresivo de 
aminoración de la carga tributaria para los inmuebles de uso 
habitacional, conforme al cual, el beneficio disminuye en la 
medida que aumenta su valor catastral, pero no excluir 
implícitamente de dicho sistema a determinados inmuebles 
mediante el establecimiento de un descuento del cero por ciento 
-0%-.
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Estas premisas pueden describirse mejor en este ejemplo: dos 
inmuebles sujetos al pago del impuesto predial -el primero de 
uso habitacional y el segundo destinado al comercio-, tienen el 
mismo valor catastral y, por consiguiente, se ubican en el rango 
K de la tarifa tributaria, pero a pesar de su diverso destino, el 
monto del impuesto a pagar por dichos inmuebles es el mismo, 
ya que para los inmuebles de uso habitacional que se ubican en 
los rangos K al P de la tarifa respectiva, se prevé un descuento 
del cero por ciento -0%-, de lo que deriva que en realidad se les 
da el mismo tratamiento que a los inmuebles de uso comercial, 
siendo inconcuso que no existe ninguna razón objetiva para 
excluirlos del régimen especial de tributación que se diseñó para 
reducir la carga tributaria respecto de los inmuebles de uso 
habitacional.

(…)

Sin embargo, esa perspectiva de análisis ha sido superada por 
los nuevos criterios sustentados por este Alto Tribunal 
acerca de la equidad en tarifas o tablas progresivas o 
decrecientes, conforme a los cuales, la igualdad debe mirar 
hacia todos sus renglones y no enfocarla internamente a 
uno de ellos, ya que de examinarse así, resulta inconcuso 
que nunca habrá violación al aludido principio de justicia 
tributaria.”

Así, lo alegado por la autoridad, no pueden estar por encima de 

lo decidido por el alto tribunal, por lo que, en su caso, solo pueden 

ser aptas para sustentar el establecimiento de un sistema de 

subsidios regresivo, pero no excluyente, sin perder de vista que al 

margen de que anteriormente se regulaba bajo un régimen especial 

de tributación y actualmente se pretende establecer como un 

esquema de beneficios fiscales, sin embargo, considero que el vicio 

que revestía aquél régimen se ve reproducido en este último, pues en 

apariencia se pretende visualizar como un sistema de beneficios, 

pero que de facto entraña el sistema tributario que anteriormente 

regía y respecto del cual la Suprema Corte insistentemente ha 

declarado inconstitucional al no estar justificado que en los casos 

donde los inmuebles con destino habitacional puedan ser excluidos 

por razón de costo. 
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Conforme a lo anterior, considero que el Acuerdo de Carácter 

General por el que se otorgan subsidios fiscales para el pago del 

Impuesto Predial vigente en dos mil veintitrés, vulnera el principio de 

igualdad y equidad tributaria y, por ende, era viable a mi juicio que se 

confirmara el fallo recurrido y otorgara el amparo solicitado por la 

parte quejosa, motivos por los cuales me aparto del criterio 

mayoritario que en este asunto se sostuvo.

Magistrado

Alfredo Enrique Báez López.
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Fecha:
(UTC/ CDMX) 01/04/24 15:24:57 - 01/04/24 09:24:57 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA - SHA256

Cadena
de firma:

ac d8 90 c5 8f 4a 4f 24 7b aa c8 39 34 11 e8 59
ed 00 03 03 91 f3 fa 73 af 3c 13 10 e7 f6 ec b7
5e ee 2f 80 1a f4 64 8a ad 20 08 1a ea 02 8a 7e
ff df ac 81 7f 85 19 c3 c2 af 32 bd 19 f4 31 93
5d 56 01 65 75 44 d4 5b ad 1f 56 5e 1b a7 09 ed
d3 f3 02 b7 ce 53 ec ea 29 27 8f 29 9c 41 08 05
1e 92 2c 95 47 cf 19 7c 67 4f 83 d0 5d 1a c1 48
4a ec 13 6b fe c9 bd 29 62 f5 5b bf 3b 89 b4 bb
39 31 1f 1a 76 b9 5a 11 72 4c 78 92 e0 0b 1d 43
ff 1b 96 f0 47 93 8d 88 ab bd bf c5 7a a4 8a 81
fb 9d bb 25 61 ec a8 9c e5 af d6 98 af 25 16 90
c8 31 74 99 23 2b a3 d2 26 ce f7 34 f2 d2 a0 64
7f 84 fd 30 34 01 3d 94 a9 df 22 6d 60 93 9b 0f
42 61 5a 57 41 a2 a4 cc cc b3 7a b9 8a 37 72 d1
e2 02 9b a7 8f d7 44 bb 2f fc ce c4 0e ca 53 4e
10 80 f7 50 37 3c b6 dd b8 a3 5a 97 01 0b 6b 57

OCSP

Fecha: (UTC / CDMX) 01/04/24 15:24:56 - 01/04/24 09:24:56

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.32.20.63.6a.66.6f.63.73.70

TSP

Fecha : (UTC / CDMX) 01/04/24 15:24:57 - 01/04/24 09:24:57

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 118032584

Datos estampillados: eK6q6E1Fpakd6X0BZ+MH1yzZxCw=
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FIRMANTE

Nombre: ALFREDO ENRIQUE BAEZ LOPEZ Validez: BIEN Vigente

FIRMA

No. serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.31.5c Revocación: Bien No revocado

Fecha:
(UTC/ CDMX) 01/04/24 15:44:47 - 01/04/24 09:44:47 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA - SHA256

Cadena
de firma:

61 77 85 b0 3e 9e 9f 22 e8 a5 68 9b ba 17 19 07
72 ee 50 48 be 1f 52 6b c2 38 47 86 53 58 5a 7c
8a 9f d9 fe 37 d4 92 f9 b1 ec 21 09 71 1a 3c f6
78 9b 14 0c 7b 4d 1f 54 1f 8b e6 8c e9 da f0 11
64 08 c7 70 57 a6 0d f6 9b 5e b3 d4 84 cb 29 40
29 05 c6 21 2a 3c 50 ea a5 71 85 84 2c 7e 73 16
4e f8 5f 9c 9d e6 eb 69 65 6e 6a 69 68 74 dc 78
52 4b 0c bf b6 a4 3f 7a 41 45 fe 25 bb c8 af d8
e5 64 cb 8a f2 8a 68 7f 0c 79 ae a0 d7 49 24 aa
d6 c6 a3 56 61 6e fa f7 c1 a5 0c a4 a3 88 7c e0
87 7d fe c9 11 7d 0f 08 bb 23 36 1b 14 f5 60 65
2e 94 38 40 eb 38 50 a0 d5 54 b0 bc cc 3f 8b 10
57 e9 bf 4c 1c e0 13 55 be 6a a4 20 da 5f a4 79
0c 96 ca 0e 1a e3 de 30 80 a8 56 50 66 05 79 75
1b 46 e0 bc 6e 6b 6f 4b 94 6c ae 9e 70 c0 4c 43
1b 01 a1 f7 15 6d 4e d3 ee 36 40 b2 16 34 c5 d1

OCSP

Fecha: (UTC / CDMX) 01/04/24 15:44:47 - 01/04/24 09:44:47

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.32.20.63.6a.66.6f.63.73.70

TSP

Fecha : (UTC / CDMX) 01/04/24 15:44:47 - 01/04/24 09:44:47

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 118046043

Datos estampillados: dSCouojNPuydJqOVNDSHuAml4QE=
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FIRMANTE

Nombre: OSCAR GERMAN CENDEJAS GLEASON Validez: BIEN Vigente

FIRMA

No. serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.32.4d Revocación: Bien No revocado

Fecha:
(UTC/ CDMX) 01/04/24 15:47:05 - 01/04/24 09:47:05 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA - SHA256

Cadena
de firma:

0e e9 9f e4 fe c1 a8 18 04 c8 fc 0f 72 db 93 2d
c8 dc 1c 26 47 d4 39 8b b6 61 d9 04 24 79 d6 2a
c9 83 44 b6 5e e3 ee 2f b5 0e 18 44 2f 6e bd 2c
17 fd 81 c0 eb 99 82 ef 06 a7 b2 de 15 57 52 00
66 01 3d d3 7e 5b 4e 66 eb 06 82 c4 f8 ad 1c 35
3d 1e 14 4c c6 c7 f3 52 f9 64 cc 7b 40 75 55 40
d7 69 2e 85 25 6c d1 6b 8f 08 e7 40 cf c9 ae 9f
7f 4d 42 cb 58 bc 24 37 2e b2 86 da b6 e4 c9 ea
02 01 3f 1c c0 f0 ca 59 1e 5a 20 75 47 85 32 de
b6 dc d4 6a 49 ff a2 c2 d6 09 bc f4 f9 54 fc e6
bd 48 91 80 00 10 c4 7a a9 70 0e 33 b2 e9 9e 70
47 2a 59 1e b1 18 1b f2 bb 23 d7 a9 36 0e 50 a5
8d 10 b8 47 1f df 23 83 21 78 13 c4 7f 60 41 4b
12 16 16 2c 1a 4d d2 f6 11 24 eb 1b bb b0 87 fc
26 0d c6 4b 34 e8 54 fe 2f 12 1d c6 55 8d 9c 9a
ac 1c b1 15 9f bb a6 33 e9 17 7e ee 79 fc 43 3d

OCSP

Fecha: (UTC / CDMX) 01/04/24 15:47:05 - 01/04/24 09:47:05

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.32.20.63.6a.66.6f.63.73.70

TSP

Fecha : (UTC / CDMX) 01/04/24 15:47:05 - 01/04/24 09:47:05

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 118048030

Datos estampillados: U6rZ88YrmTzvLdHDL2B+Oo0k94w=
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FIRMANTE

Nombre: NAXHIELY LÓPEZ DEL VALLE Validez: BIEN Vigente

FIRMA

No. serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.02.80.24 Revocación: Bien No revocado

Fecha:
(UTC/ CDMX) 01/04/24 15:48:50 - 01/04/24 09:48:50 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA - SHA256

Cadena
de firma:

ac 09 b2 ff 6b 4a 4c 1e d7 ec 72 b3 7b ed cc d0
dd 79 01 a1 9e 40 77 78 2d c6 47 18 99 e2 24 b4
04 db 15 27 bd fa 30 1c 03 43 76 a5 b1 7b 18 43
da 64 aa 7d 93 2e c0 77 eb 8b af 35 14 97 00 8d
be ea 68 fa 34 0e bc 1a 4e 69 9b 62 2c dc f8 67
7e 3f 0c 05 39 31 ac 0d 99 3f 6e 84 5b a0 27 e9
5a 54 e2 d5 b2 84 85 7c 3e db 58 8e 6e 31 a7 e1
89 08 b5 12 ce 1a 77 d7 13 af 40 92 15 0c 45 ae
de c9 a4 6c 13 c5 5f a6 43 66 4b d0 ec af 3a 3c
f9 e4 d3 1e 99 37 0e 18 9d e8 be 83 ba 5a 59 a2
a3 3c f3 79 4c 18 38 fc 39 74 c4 21 13 88 64 71
17 86 b4 60 b9 1b 36 1b 2d b8 e7 c0 ca 03 7c 03
54 dd 47 61 d4 4c 18 b3 ef 02 99 5a 7e 0a e6 12
f8 36 57 ec 87 cf 9c 71 4a 12 3e 1c dd 38 00 fd
8e 92 ef 59 1f 88 42 8a ba 1e 1f 4b 91 02 56 50
4a 06 8b bc 2b 1b 73 20 76 05 c8 46 03 05 6e 1d

OCSP

Fecha: (UTC / CDMX) 01/04/24 15:48:50 - 01/04/24 09:48:50

Nombre del respondedor: OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.03

TSP

Fecha : (UTC / CDMX) 01/04/24 15:48:50 - 01/04/24 09:48:50

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 118049538

Datos estampillados: kzI8BUBxVV1rVGyBR9670B07wL0=
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aEl uno de abril de dos mil veinticuatro, el licenciado Angel Garcia Cotonieto,

Secretario(a), con adscripción en el Décimo Tribunal Colegiado en Materia
Administrativa del Primer Circuito, hago constar y certifico que en esta
versión pública no existe información clasificada como confidencial o
reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública. Conste.


